
HOUSING

Revista de la Cátedra UNESCO de Vivienda 
de la Universidad Rovira i Virgili
Número 8, diciembre 2017

housing.urv.cat - housing@urv.cat - @housingchairurv

8

http://housing.urv.cat
http://housing.urv.cat
mailto:housing@urv.cat
mailto:housing@urv.cat


Y llegamos ya al número 8 de nuestra 
revista semestral  “Housing” a las puer-
tas de 2018, año en el que celebraremos 
los 5 primeros años de nuestra Cátedra.

En esta ocasión me gustaría destacar las 
instituciones con las que venimos traba-
jando todos estos años (ver figura en la 

siguiente página), tanto a nivel de proyectos, como de obras 
conjuntas y de congresos internacionales. A todos ellos les 
debemos estar agradecidos por su profesionalidad. Es difícil 
recogerlas todas de manera exhaustiva porque son docenas, 
pero sí me gustaría destacar que UN Habitat nos ha recono-
cido como partners  para  la  implementación de  la  Nueva 
Agenda Urbana aprobada en Quito a finales de 2016. En es-
te sentido,  el  Gobierno de Cataluña nos ha designado re-
cientemente como miembros de la Asamblea Urbana para la 
implementación de la Agenda en Cataluña. Los trabajos co-
mienzan en 2018.
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2017 también ha sido un año en el que se 
ha consolidado la finalización de dos tesis 
doctorales de investigadores de la Cátedra, 
como son el ya Dr. Kurt Xerri y la Dra. El-
ga Molina. Al tiempo, nuestras investigado-
ras  G. Caballé,  N. Lambea y RM Garcia 
han podido llevar a cabo estancias de inves-
tigación en Universidades en otros países 
(Cambridge,  Birmingham  y  Bremen,  res-
pectivamente) 
con  prestigio-
sos  investiga-
dores,  lo  que 
las acerca algo 
más a la conse-
cución  de  su 
doctorado  in-
ternacional.

La  productivi-
dad de la Cáte-
dra  sigue  in 
crescendo,  de-
mostrando  de 
nuevo que es difícil llevar a cabo una buena 
tarea  docente  y  de  transferencia  a  opera-
dos públicos y privados sin una buena base 
científica. En agosto de 2017 (y desde 2013) 
hemos alcanzado las 117 publicaciones en 9 
países y las 212 conferencias en otros 26. Fi-
nalmente, cabe destacar que a nivel comu-
nicativo, la Cátedra ha inaugurado la “Agen-
da de vivienda”, una herramienta que posi-
bilita mantener al día a los lectores sobre 

nuestras actividades de una manera periódi-
ca. Así como también nuestra colaboración 
periódica con Canal Reus TV, donde trata-
mos temas de actualidad de la vivienda co-
mo la hipoteca inversa, la mediación o la 
vivienda  social.  Pueden  verse  aquí  los  ví-
deos recopilados.

En este número, se encuentran las seccio-
nes habituales, comenzando con un repaso 

al  segundo  se-
mestre  de 
2017  de  la  le-
gislación  y  la 
jurisprudencia 
en materia  de 
vivienda.  En 
esta  ocasión 
contamos  con 
cuatro  contri-
buciones  de 
expertos  que 
repasan  cues-
tiones muy di-

versas sobre esta materia, desde la trascen-
dencia dela inscripción de los arrendamien-
tos en el Registro de la Propiedad, a la ne-
cesidad y  consecuencias  de la  Inspección 
Técnica de Edificios, pasando por los oku-
pas y la preocupación por la creación de un 
mercado distinto (con otros valores, ajusta-
dos a la generación millennial) de vivienda. 
En el apartado dedicado a los trabajos de 
los investigadores júnior y sénior de la Cá-
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tedra hemos incorporado este semestre te-
mas relacionados con la crisis del sistema 
procesal español, sobre la mediación en lí-
nea y sobre co-housing.

El 2018 será un año lleno de retos. No solo 
porque nos vamos adentrando en el relati-
vamente nuevo mundo de la “vivienda cola-
borativa” (¿puede o no servir realmente co-
mo una alternativa habitacional?)  a través 
de la organización de una Seminario inter-
nacional  integrado  en  la  acción  COST 
“From  sharing  to  ca-
ring”,  sino  también 
por el  esperado estre-
no  del  documenal 
“The line” (título pro-
visional)  que venimos 
produciendo desde ha-
ce  dos  años,  dirigido 
por Marc Solé y que verá la luz en 2018. 
Además, el 2018 nos permitirá iniciar nue-
vos  contactos  internacionales  con  la  Uni-
versidad de Oxford y la de Zagreb, así co-
mo ver la luz tanto del inicio como de la fi-
nalización de diversas tesis doctorales.
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Reseña de las novedades le-
gislativas y jurisprudencia-
les  (junio  2017  -  noviembre 
2017)

% 1. Ya se ha presentado en el Congre-
so de los Diputados el Proyecto de Ley 

reguladora de los contratos de crédito inmobiliario, de 17 de 
noviembre de 2017, que transpone en el ordenamiento jurídi-
co español la Directiva 2014/17/UE, del que pueden destacar-
se algunas novedades:

a) Se incluyen disposiciones relativas a la publicidad de los 
préstamos inmobiliarios y a la información que el prestamis-
ta debe proveer al prestatario en la fase precontractual. Sin 
embargo, la publicidad se limita a informar sobre algunos as-
pectos (identidad del prestamista, tipo de interés, etc.) y ob-
via informar sobre las consecuencias jurídicas y económicas 
del impago del préstamo hipotecario en el patrimonio del 
deudor. Por su parte, la información personalizada se debe-
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rá dar con suficiente antelación respecto al 
momento en que el prestatario quede vin-
culado por cualquier contrato u oferta de 
préstamo y se facilitará mediante la Ficha 
Europea  de  Información  Normalizada 
(FEIN). De hecho, el prestamista, interme-
diario de crédito o su representante desig-
nado, en su caso, deberá entregar al presta-
tario o potencial prestatario, con una ante-
lación mínima de  siete  días  naturales  res-
pecto al momento de la firma del contrato 
varios documentos, como la FEIN, que ten-
drá carácter vinculante, una Ficha de Adver-
tencias Estandarizadas (FiAE) y una copia 
del proyecto de contrato. 

b) Se establece la obligación de los presta-
mistas de evaluar en profundidad la solven-
cia del potencial prestatario antes de cele-
brar un contrato de préstamo. Siguiendo el 
articulado  de  la  Directiva  2014/17/UE,  el 
prestamista solo pondrá el préstamo a dis-
posición del prestatario si el resultado de 
la evaluación de la solvencia indica que es 
probable que las obligaciones derivadas del 
contrato de préstamo se cumplan según lo 
establecido en dicho contrato, lo que intro-
duce un criterio ambiguo frente a lo que 
disponía la catalana Ley 20/2014, que prohi-
bía al prestamista conceder el crédito si el 
test de solvencia era negativo. Habrá que 
ver si la “probabilidad” de devolver el crédi-
to es la misma de una entidad prestamista 
a  otra,  dado que  si  varían  un prestatario 

puede ver denegada su petición en una enti-
dad y admitida en otra, lo que no otorga se-
guridad jurídica al prestatario.%

c) Se establece como novedad un periodo 
de 7 días en los que el prestatario deberá 
acudir al notario para recibir asesoramien-
to gratuito, quien hará constar un en acta 
el  cumplimiento de los plazos legalmente 
previstos, las cuestiones planteadas por el 
prestatario  y  el  asesoramiento  prestado 
por el notario, el asesoramiento relativo a 
las  cláusulas  específicas  recogidas  en  la 
FEIN y en la FIAE, de manera individuali-
zada y con referencia expresa a cada una, 
sin que sea suficiente una afirmación gené-
rica. También se prevé un control reforza-
do por parte de notarios y registradores del 
clausulado de los contratos, que no permiti-
rán contratos que incluyan cláusulas que ha-
yan sido declaradas abusivas por los tribu-
nales. 

d) Se abaratan las comisiones de amortiza-
ción anticipada de los préstamos a tipo va-
riable,  hasta  anularse  a  partir  de  cinco 
años.

e) Se establece como novedad, además:

% ➢% El derecho de conversión a otra mone-
da para prestatarios consumidores y la  po-
sibilidad  de  establecer  contractualmente 
otro  sistema  de  cobertura  del  riesgo  de 
cambio para prestatarios no consumidores.
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% ➢% La prohibición  de  las  ventas  vincula-
das  (que  incluyen  obligatoriamente  otros 
productos) y respecto a las ventas combina-
das, se obliga a la entidad de crédito presta-
mista  (como medida  de  transparencia)  a 
presentar dos presupuestos: uno que inclu-
ya los productos que se comercializan jun-
to  al  préstamo  (por  ejemplo,  seguros)  y 
otro sin ellos.

% ➢% Se  incentiva  la  conversión  de  présta-
mos de tipo variable a tipo fijo. Para ello se 
favorece la novación del préstamo y la sub-
rogación del acreedor estableciendo, en es-
te tipo de casos, una comisión menor que 
en el caso del reembolso anticipado.

% ➢% Además de la ficha normalizada, que 
ahora  se rá  europea ,  se  añade 
Una ficha con cláusulas especialmente sen-
sibles.

f)  La declaración de vencimiento anticipa-
do  dependerá  del  número  de  cuotas  del 
préstamo vencidas y no satisfechas y de la 
fase de la vida del préstamo en la que se 
produzca el impago.

g) Finalmente, se regula detalladamente el 
régimen jurídico de los intermediarios de 
crédito inmobiliario,  sus representantes y 
los prestamistas inmobiliarios.

2. El Real Decreto 897/2017, de 6 de octu-
bre, por el que se regula la figura del consu-
midor vulnerable, el bono social y otras me-

didas de protección para los consumidores 
domésticos de energía eléctrica, desarrolla-
do por la Orden ETU/943/2017, de 6 de oc-
tubre, que será de aplicación a los consumi-
dores personas físicas que sean titulares de 
un punto de suministro de electricidad en 
su vivienda habitual con potencia contrata-
da igual o inferior a 10 kW que cumplan 
los requisitos establecidos en este real de-
creto. Destaca por lo tanto la definición de 
consumidor  vulnerable  (el  titular  de  un 
punto de suministro de electricidad en su 
vivienda habitual  que,  siendo persona físi-
ca, esté acogido al precio voluntario para el 
pequeño consumidor (PVPC) y cumpla los 
restantes requisitos del presente artículo); 
las obligaciones de información para la pro-
tección al  consumidor que cumpla  los  re-
quisitos para ser considerado vulnerable (la 
empresa comercializadora realice la comu-
nicación o, en su caso, el requerimiento de 
pago previstos en el artículo 19 a un consu-
midor titular de un punto de suministro de 
electricidad en mercado libre que cumpla 
los requisitos para acogerse al PVPC, debe-
rá advertir expresamente en dicha comuni-
cación  o  requerimiento  de  la  posibilidad 
que tiene de acogerse al PVPC y de solici-
tar, de cumplir las condiciones previstas en 
la  normativa,  el  bono social);  el  bono so-
cial; la posibilidad de las empresas comer-
cializadoras de referencia den suscribir con-
venios con las Administraciones autonómi-
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cas o locales para evitar la suspensión de 
suministro de electricidad por razón de im-
pago a estos consumidores; y la no suspen-
sión del suministro de electricidad al consu-
midor en riesgo de exclusión social. 

3. La Orden de la Consejería de Fomento y 
Vivienda de la Junta de Andalucía de 5 de 
octubre de 2017, por la que se crea la bolsa 
de  oferta  de  viviendas  (donde se  registra-
rán aquellas viviendas cuyas personas titula-
res necesiten permutarlas por otra más ade-
cuada a sus circunstancias personales o fa-
miliares) y se regula el procedimiento para 
la declaración de permuta protegida de vi-
vienda, que tiene por objeto facilitar la per-
muta de viviendas tanto protegidas como 
libres entre la ciudadanía, garantizando la 
adecuación de la vivienda a las necesidades 
de la unidad familiar o de convivencia que 
la habita, bien a título de dueña o de arren-
dataria. 

4.  La  Resolución  de  5  de  septiembre  de 
2017, de la Secretaría de Estado de Econo-
mía y Apoyo a la Empresa, por la que se pu-
blica la lista de entidades que han comuni-
cado su adhesión al Código de Buenas Prác-
ticas para la reestructuración viable de las 
deudas  con  garantía  hipotecaria  sobre  vi-
vienda habitual. Esta resolución contempla 
la lista de entidades que han comunicado 
su adhesión al Código de Buenas Prácticas 
en las versiones previstas por el Real Decre-

to-ley 6/2012, de 9 de marzo, y por la Ley 1/
2013, de 14 de mayo, y que se consideran 
adheridas al  mencionado Código en la re-
dacción dada por el  Real  Decreto-  ley  5/
2017, de 17 de marzo. 

5. El Decreto Foral 75/2017, de 30 de agos-
to,  que  regula  la  composición,  organiza-
ción y funcionamiento del Consejo de la Vi-
vienda de Navarra, que establece la consti-
tución del Consejo de la Vivienda de Nava-
rra como órgano asesor y asesor del Gobier-
no de Navarra en materia de vivienda, ads-
crito al departamento competente en la ma-
teria, y describe genéricamente su composi-
ción y atribuye una serie de funciones. 

6.  La Ley 6/2017, de 31 de julio, de modifi-
cación de la Ley 8/2012, de 19 de julio, del 
turismo de las Illes Balears, relativa a la co-
mercialización de estancias turísticas en vi-
viendas,  que busca hacer encajar también 
en las posibilidades de comercialización de 
estancias  turísticas  no  sólo  las  viviendas 
unifamiliares aisladas, las pareadas someti-
das al  régimen de propiedad horizontal y 
las unifamiliares entre medianeras siempre 
que fueran únicas en la parcela, sino tam-
bién,  y  como novedad,  las  viviendas  resi-
denciales sometidas al  régimen de propie-
dad  horizontal  –o  edificios  plurifamilia-
res–, más allá de los conocidos como edifi-
cios pareados sobre parcela común. 
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7. La Orden del Departamento de Gober-
nación, Administraciones Públicas y Vivien-
da de la  Generalitat  de Catalunya GAH/
142/2017, de 5 de julio, por la que se aprue-
ba el índice de referencia de precios de al-
quiler de viviendas, con la finalidad de per-
mitir conocer los precios que, en función 
de las  condiciones  de mercado,  se  produ-
cen en determinados ámbitos,  para prote-
ger  a  las  personas  que quieren acceder  a 
una vivienda de alquiler y saber cuáles son 
las condiciones de precio en una determina-
da zona.  Al mismo tiempo, en la medida 
que este índice de referencia es el resulta-
do de una metodología objetiva, puede ser 
utilizado en el desarrollo de aquellas políti-
cas públicas que tomen en consideración el 
precio de alquiler concreto que se estable-
ce en relación con el índice de referencia. 
Es te  índ ice  e s tá  d i sponib le  en : 
http://agenciahabitatge.gencat.cat/indexde
lloguer/. 

8. El Decreto de la Consejería de Fomento 
de Castilla-La Mancha 41/2017, de 4 de ju-
lio, de medidas para facilitar el acceso a vi-
viendas sujetas a algún tipo de protección 
pública, que tiene por objeto facilitar la ad-
quisición,  en  primera  transmisión,  de  vi-
viendas  de  protección  pública,  existentes 
en Castilla-La Mancha, que estén vacantes 
por falta de comprador, una vez agotados 

los procedimientos de adjudicación estable-
cidos en la legislación vigente en materia 
de vivienda protegida. 

Jurisprudencia y otras resoluciones

1. A nivel nacional, cabe mencionar las reso-
luciones del Tribunal Supremo sobre  cláu-
sulas abusivas –intereses moratorios resolu-
ción anticipada, cláusula suelo etc.- (de 27 
de  sept iembre  de  2017, 
ECLI:ES:TS:2017:3373; de  16  de  octubre 
de 2017, ECLI:ES:TS:2017:3721; de 6 de ju-
nio de 2017, ECLI:ES:TS:2017:2254; y de 1 
de  junio  de  2017,  ECLI:ES:TS:2017:2146); 
el ejercicio de la potestad sancionadora por 
parte de la Junta de Andalucía por la intro-
ducción de cláusulas abusivas en los contra-
tos  (de  16  de  sept iembre  de  2017, 
ECLI:ES:TS:2017:3731);  la  venta  de vivien-
das en construcción (13 de marzo de 2017, 
ECLI:ES:TS:2017:859);  contratos  de  tiem-
po compartido (de 11 de octubre de 2017, 
ECLI:ES:TS:2017:3533; y de 9 de junio de 
2017, ECLI:ES:TS:2017:2259); y sobre devo-
lución de las cantidades anticipadas por in-
cumplimiento  de  los  deberes  legales  im-
puestos en la Ley 57/1968 (de 14 de septiem-
bre de 2014, ECLI:ES:TS:2017:3280).

2. El Tribunal Constitucional, por Auto de 
3 de octubre de 2017, ha levantado la sus-
pensión contra algunos artículos del Sexto 
Libro del  Código Civil  catalán,  por  ejem-
plo  las  reglas  sobre  el  contrato  de  venta 
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(621-1  a  621-54)  y  el  contrato de permuta 
(621-56 y  621-57).  Por lo tanto,  y  siempre 
que el Tribunal Constitucional no resuelva 
el  recurso  planteado  con  anterioridad,  el 
Libro Sexto entrará en vigor el 1 de enero 
de 2018.

3. El Tribunal Constitucional, en Sentencia 
95/2017, de 6 de julio de 2017, ha declarado 
la  constitucionalidad  del  artículo  1  de  la 
Ley 19/2015,  de 29 de julio,  de incorpora-
ción de la propiedad temporal y de la pro-
piedad compartida al libro quinto del Códi-
go civil de Cataluña, que regula las disposi-
ciones relativas a la propiedad temporal.
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Transcendencia en la práctica registral de 
la reforma de la Ley 4/2013 de 4 de junio                                      

SECCIÓN 1

Dr.  Víctor  J.  Prado 
Gascó

Registrador  de la  Propie-
dad de Torredembarra.

I.- Introducción

Desde los albores de los tiempos, con la pri-
mera Ley Hipotecaria de 1861, hasta la ac-
tual Ley Hipotecaria de 1946, se ha previs-
to en el art. 2,5 LH, el acceso al Registro de 
la  Propiedad de  los  contratos  de  arrenda-
miento  de  bienes  inmuebles,  y  los  suba-
rriendos,  cesiones  y  subrogaciones  de  los 
mismos (última redacción dada por Dispo-
sición Adicional 2ª de la Ley 29/1994 de 24 
de  Noviembre  de  Arrendamientos  Urba-
nos, en lo sucesivo LAU),  dada su similar 
naturaleza con otros derechos reales inscri-
bibles, que facultan para el uso y disfrute 
de inmuebles y el deseo de asegurar la posi-
ción jurídica del arrendador y sobre todo, 
la del arrendatario,1 dotando a un derecho 
sustantivamente personal como el arrenda-
miento, de una oponibilidad erga omnes de-

rivada del asiento de inscripción, frente a 
un adquirente posterior del mismo inmue-
ble.

Partiendo de dicho fundamento legal, para 
la inscripción de todo arrendamiento, se es-
tableció reglamentariamente los requisitos 
concretos de su acceso y la  forma de ins-
cripción por RD 297/1996 de 23 de Febre-
ro,  compuesto 8  sintéticos  artículos  y  un 
certísimo Preámbulo, que señala que su ob-
jetivo se centra en el fomento de la inscrip-
ción del arrendamiento, “sin que haya moti-
vos, ni bases legales bastantes para estimar 
alterados los principios generales de nues-
tro  ordenamiento  inmobiliario  registral, 
que exigen, como regla, la titulación públi-
ca de los derechos inscribibles y su reflejo 
en  el  Registro  por  medio  de  un  asiento 
principal de inscripción; y en fin, que para 
fomentar la inscripción de los arrendamien-
tos urbanos establece una reducción de los 
aranceles notariales y registrales del 25 por 
100.”2

Entendemos que la Ley 4/2013, de 4 de ju-
nio,  de  Medidas  de  Flexibilización  y  Fo-
mento del  Mercado del  Alquiler  de Vivie-
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das, ahondando en esa misma loable finali-
dad de fomentar la inscripción en el Regis-
tro de los arrendamientos, intenta ir un pa-
so más allá, modificando en profundidad la 
LAU: reduciendo el plazo de duración del 
contrato y de sus prórrogas, estableciendo 
la rehabilitación por renta o la mediación y 
principalmente, al aplicar al arrendamiento 
de viviendas el régimen general establecido 
por el sistema de seguridad del tráfico jurí-
dico inmobiliario, en particular sus efectos 
frente a terceros, de modo que el tercer ad-
quirente  de 
una  vivien-
da que esté 
amparado 
por la fe pú-
blica  regis-
tral del art. 
34 LH, no pueda resultar perjudicado por 
un arrendamiento no inscrito. 

Señala la doctrina, que “el legislador es cons-
ciente de la preocupación de los  adquirentes de 
derechos de la finca arrendada, de saber si la mis-
ma está efectivamente arrendada o no, por lo que 
entiende que el otorgamiento en documento públi-
co y posterior inscripción en el Registro de la Pro-
piedad del contrato de arrendamiento es una me-
dida de seguridad preventiva que mantiene en 
detrimento  de  tercero  el  derecho del  arrendata-
rio, cuya naturaleza jurídica, cercana a la real, 
tanto por el contenido del derecho como por su 

eficacia  erga omnes,  hace  posible  su  publicidad 
registral.”3

II.-  Análisis  estadístico  de  la  cues-
tión. 

Tras más de cuatro años, desde la entrada 
en vigor de la norma, conviene analizar la 
cuestión del acceso al Registro de la Propie-
dad de los contratos de arrendamiento so-
bre bienes inmuebles, para ver si se ha cum-
plido en la práctica, la finalidad legislativa 
teórica perseguida, de dotar de mayor segu-

ridad  jurídi-
ca  a  lo s 
a r r e n d a-
m i e n t o s 
por  medio 
de  su  publi-
cidad  regis-

tral.  

En este sentido, desde la entrada en vigor 
de la modificación de la LAU operada por 
Ley 4/2013 de 4 de Junio, es decir el día si-
guiente a su publicación en el BOE (esto es 
6 de Junio) hasta la actualidad (17 noviem-
bre de 2017), en el Registro de Torredemba-
rra  se  han  inscrito  14  arrendamientos:  6 
arrendamientos  inmobiliarios,  6  arrenda-
mientos con opción de compra y 2 arrenda-
mientos financieros. 

En el presente cuadro, el número de arren-
damientos inscritos, se pone en relación al 
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número de constitución de derechos reales 
de usufructo y al de compra ventas del ple-
no dominio,   referentes  ambos al  mismo 
periodo de tiempo reseñado.  Finalmente, 
se pone en relación a la proporción, que ca-
da uno de ellos representa, con el número 
total de documentos presentados en el Re-
gistro en dicho periodo, que es de 11856.

III.- Conclusiones

Partiendo de la base de que España tiene la 
tasa más baja  de arrendamientos en toda 
Europa y que no se percibe, ni en el arren-
datario  (por  falta  de  flexibilidad,  estabili-
dad y  asequibilidad),  ni  en  el  arrendador 
(por los escasos rendimientos, pocas garan-
tías  y  proceso de desahucio poco eficaz), 
como una alternativa real a la compra- ven-
ta del pleno dominio4; tratamos de exami-
nar los motivos por los que la última modi-
ficación de la LAU operada por Ley 4/2013 
de 4 de Junio,  no ha conseguido cumplir 
las expectativas de lograr el acceso general 
al Registro de la Propiedad de los arrenda-
mientos, representando en Torredembarra 
el 0,11% de las transacciones totales; resul-
tando a nuestro juicio, que puede haber in-
fluido en ella, la falta de una adecuada pro-
moción y explicación de los beneficios jurí-
dicos que le reportaría al arrendamiento, el 
acceso al  Registro y  los  eventuales  perjui-
cios de su falta de acceso al folio real. 

Así, siguiendo a autores como Pau Pedron 
5 y Núñez Muniz6, elaboramos un octálogo 
de las bondades de la inscripción del arren-
damiento en el Registro de la Propiedad:

1.- Al arrendamiento inscrito se le aplica el 
principio  de  legitimación  registral,  en  su 
proyección sustantiva, procesal y operativa 
(art.  38  LH).  Se  presume que  el  derecho 
existe y pertenece a su titular en la forma 
determinada por el asiento y que el arrenda-
tario tiene la posesión del mismo. A su vez, 
puede  ejercitar  la  defensa  de  su  derecho 
mediante  procedimiento  especial  (art.  41 
LH),  además,  cuando  se  ejercite  acción 
contradictoria  del  arrendamiento,  previa-
mente o a la vez debe entablarse demanda 
de nulidad o cancelación de la inscripción, 
en caso de embargo preventivo, juicio eje-
cutivo o vía de apremio, se sobreseerá todo 
procedimiento cuando conste en autos por 
certificación registral que el arrendamiento 
figura inscrito a favor de persona distinta 
del embargado. El arrendatario tiene poder 
de disposición que resulta de la inscripción 
registral.

2.-  El  arrendamiento  inscrito  disfruta  de 
los efectos del principio de fe pública regis-
tral. Es decir, está protegido frente a títu-
los no inscritos (art. 32 LH) y frente a cau-
sas de nulidad o resolución del derecho de 
la  persona que concedió o  constituyó un 
derecho  de  arrendamiento  (art.  34  LH). 
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Con carácter  general,  señala  en  cuanto a 
los efectos respecto de tercero, el art. 7,2 
LAU: “En todo caso, para que los arrenda-
mientos concertados sobre fincas urbanas, 
surtan efecto frente a terceros que hayan 
inscrito su derecho, dichos arrendamientos 
deberán inscribirse en el Registro de la Pro-
piedad.” 

3.-  La prioridad actúa a favor del arrenda-
miento, en unos casos como preferencia ex-
cluyente cuando, inscrito un arrendamien-
to, pretende acceder al Registro otro cons-
tituido sobre el mismo inmueble (salvo que 
este segundo fuere un subarriendo compati-
ble) y en otros como superioridad de rango 
cuando,  inscrito  un  arrendamiento,  acce-
den después de él determinados derechos 
constituidos en títulos de igual o anterior 
fecha, que implican contacto posesorio -co-
mo el usufructo-, o que no llevan consigo 
derecho de posesión -como la hipoteca o la 
opción-.

4.- Con relación a su duración. Inscrito el 
arrendamiento, el derecho de prórroga del 
art. 9 LAU (por 3 años más),  así como la 
prórroga tácita de 1 año del art. 10,1 LAU, 
se impondrán incluso a terceros adquiren-
tes del art. 34 LH.  

5.- En caso de enajenación forzosa, la reso-
lución del  derecho del  arrendador por re-
tracto convencional, sustitución fideicomi-
saria,  enajenación forzosa derivada de eje-

cución hipotecaria o de sentencia judicial o 
ejercicio de un derecho de opción, implica 
la del arrendamiento, con la excepción que 
el arrendamiento hubiera accedido al Regis-
tro con anterioridad a los derechos deter-
minantes de la resolución (art. 13 LAU). 

6.- En enajenaciones voluntarias de vivien-
das arrendadas, el adquirente en quien con-
curran  los  requisitos  del  art.  34  LH sólo 
quedará subrogado en los derechos y obli-
gaciones del arrendador, si el arrendamien-
to estuviere inscrito (art. 14 LAU), pero no 
quedará subrogado si no lo estuviere.

7.- Respecto del ejercicio por el arrendata-
rio del derecho de adquisición preferente 
(art. 25 LAU), existe un principio de venta 
quita renta respecto de un inmueble no in-
matriculado (art. 1571 Cc) y un principio de 
protección a través de la publicidad regis-
tral, cuando se trate de inmuebles inmatri-
culados (art. 1579 Cc). En todo caso, el Re-
gistrador  no  practicará  la  inscripción  del 
título de venta sin que se acredite que se 
ha  efectuado  la  notificación  al  arrendata-
rio, por lo que inscrito el arrendamiento la 
manifestación falsa del titular del bien en 
la  escritura  no  debiera  preocupar  a  un 
arrendatario diligente.

8.- En ocasiones la obtención de subvencio-
nes y ayudas públicas, estatales y autonómi-
cas,  está  relacionada directamente con la 
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inscripción  del  arrendamiento  (Planes  vi-
vienda).

No obstante,  otros  motivos  podrían  tam-
bién haber influido, en mayor o menor me-
dida, a la poco o nada significativa, inscrip-
ción de los arrendamientos en el Registro 
de la Propiedad, tras la modificación legal 
apuntada, como podría ser el hecho de la 
relación o mejor dicho, la apreciación sub-
jetiva de la relación, entre el coste económi-
co transaccional y el beneficio jurídico a ob-
tener, en particular en lo concerniente a la 
presión fiscal que sufre el arrendatario por 
su constitución y el arrendador por las ren-
tas devengadas; la corta duración o natura-
leza  temporal,  en  general  de  los  arrenda-
mientos y en especial de los de temporada 
estival a diferencia por ejemplo de los usu-
fructos (vitalicios normalmente);  o simple-
mente que el  arrendamiento,  no constitu-
ye, ni se percibe, como una alternativa real 
a  la  titularidad  dominical,   precisamente 
por la fortaleza del mismo sistema de segu-
ridad jurídica preventiva que reporta el Re-
gistro inmobiliario, que facilita el acceso a 
la propiedad a través de la garantía hipote-
caria accesoria al préstamo o crédito para 
su adquisición, tras la calificación registral 
favorable de su clausulado.7

Notas: 

1  PAU PEDRON,  A.,  “La  inscripción  de 
los  arrendamientos  de  bienes  inmuebles” 

en Notas de Colaboración del Boletín Ofi-
cial Colegio Registradores de la propiedad 
y Mercantiles de España, número 1, págs. 7 
a 16.

2  PRADA ÁLVAREZ-BUYLLA,  P.,  “La 
inscripción  de  los  arrendamientos  urba-
nos” en Notas de Colaboración del Boletín 
Oficial Colegio Registradores de la propie-
dad y Mercantiles de España, número 46, 
págs. 708 a 724.

3  BELLOD  FERNANDEZ  DE  PALEN-
CIA, E.,  “El  arrendamiento urbano de vi-
vienda y sus efectos respecto a terceros a 
partir  de la  ley 4/2013,  de 4 de junio,  de 
«medidas de flexibilización y fomento del 
mercado del alquiler de viviendas»” en Re-
vista Crítica de Derecho Inmobiliario, año 
XCI;  número  752;  noviembre-diciembre 
2015, págs. 3319 a 3350.

4 En este sentido puede leerse las claves de 
esta  percepción  en  NASARRE AZNAR, 
S., “La eficacia de la Ley 4/2013, de reforma 
de  los  arrendamientos  urbanos,  para  au-
mentar la vivienda en alquiler en un contex-
to  europeo.”  En Revista  Crítica  de  Dere-
cho  Inmobiliario;  año  XCI;  número  747; 
enero-febrero 2015, págs. 205 a 249.

5  PAU PEDRON, A.,  “La  inscripción de 
los  arrendamientos  de  bienes  inmuebles” 
ob cit  y  más  extensamente en La protec-
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ción  del  arrendamiento  urbano,  Ed  Civi-
tas, Madrid 1995. 

6  NÚÑEZ MUNIZ, M.C.,  “La ejecución 
hipotecaria y el arrendamiento, tras la Ley 
4/2013 de 4 de Junio” en Revista Crítica de 
Derecho Inmobiliario,  Ano XCI,  numero 
749 ; mayo-junio 2015. Págs 1643 a 1664.

7 Sobre la seguridad jurídica que reporta la 
calificación registral del clausulado abusivo 
de  préstamos  hipotecarios,  puede  leerse, 
entre otras, la doctrina de la Dirección Ge-
neral en RDGRN 18 de noviembre de 2013 
y 25 de septiembre de 2015.
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SECCIÓN 2

Agustí Pujol Niubó

Presidente  de  la  Cáma-
ra de la Propiedad Urba-
na  de  Tarragona  y  del 
Consell de Cambres de Ca-
talunya.

La  Agencia  de  la  Vi-
vienda de la Generalitat de Cataluña, me-
diante el envío de miles de cartas por todo 
el territorio catalán, está informando a las 
Comunidades de Propietarios y a todos los 
propietarios  de  inmuebles,  de  la  obligato-
riedad que tienen de hacer la  Inspección 
Técnica de los Edificios, cuando estos tie-
nen más de 45 años de vida, o sea, hayan si-
do construidos antes de 1972.

Cómo mucha gente sabe, y todo el mundo 
debería de saber, la ITE es la Inspección 
Técnica de Edificios, que se realiza por un 
técnico cualificado (arquitecto, aparejador 
o  arquitecto  técnico),  mediante  la  redac-
ción del correspondiente informe. Se trata 
de hacer un diagnóstico del  edificio para 
que los propietarios conozcan su estado de 
conservación  y  proceder  a  las  obras  que 
hay que ejecutar para tener el inmueble en 
condiciones, en caso de que se dictaminen 

deficiencias. Estas deficiencias pueden cali-
ficarse entre leves y muy graves, a criterio 
del técnico responsable y en función de sus 
características. 

Hay que recordar ahora y aquí que, si las 
deficiencias son graves o muy graves, hará 
falta tomar medidas cautelares de forma in-
mediata, sea por la propia seguridad de los 
ocupantes  de  las  viviendas,  por  la  seguri-
dad de los peatones y por la propia estabili-
dad del edificio. En cualquiera otro caso, 
se  abrirá  un  plazo  de  tiempo  de  unos  2 
años para ejecutar las obras de reparación, 
previo la redacción de un Plan de Rehabili-
tación  en  el  que  los  propietarios  puedan 
prepararse  convenientemente,  tanto  a  ni-
vel económico cómo logístico. Esta campa-
ña puesta en marcha por la Agencia de la 
Vivienda tiene carácter informativo y quie-
re impulsar la inspección de todos los edifi-
cios que se encuentren en la obligatoriedad 
de hacerla.

La responsabilidad de pasar la ITE recae 
sobre la Comunidad de Propietarios, o so-
bre el propietario único, con la advertencia 
de que el incumplimiento de la obligación 
de  pasarla  se  una  falta  grave  que  puede 
comportar sanciones de 9.000€ como mí-
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nimo, todo de acuerdo con el Decreto 67/
2015 y con la Ley del Derecho a la Vivien-
da. Ha llegado el momento de tomarse se-
riamente esta cuestión, y no sólo por la po-
sible sanción, cuando menos, por la impe-
riosa  necesidad de mantener  los  edificios 
en correcto estado de conservación.

¿Por qué no dudamos cuando se trató de 
nuestro vehículo, con la conocida y acepta-
da ITV? Pues lo mismo tendríamos de pen-
sar  en  relación  a  nuestras  viviendas.  La 
ITE es una herramienta imprescindible pa-
ra la buena salud del parque de viviendas 
de cualquier población, y la conservación y 
rehabilitación de nuestros edificios se una 
tarea que hay que hacer conjuntamente en-
tre  Administración  (Ayuntamientos  y  Ge-
neralitat),  agentes  intermediarios  del  sec-
tor y los propietarios de inmuebles.

En  este  sentido,  existen  ayudas  económi-
cas, en forma de subvenciones a fondo per-
dido,  que pueden llegar  hasta  el  35%  del 
coste total de las obras de Rehabilitación o 
del 50% de su coste cuando se trato de me-
joras de accesibilidad. Hay que inculcar la 
cultura del mantenimiento de los edificios, 
como una oportunidad de mejora de la cali-
dad de vida de los ocupantes, sean propieta-
rios o no, al tiempo de conseguir una reva-
lorización del propio patrimonio y el de to-
da la ciudad.

Desde la Cámara de la propiedad Urbana 
de Tarragona queremos reforzar la campa-
ña informativa iniciada por la Agencia de la 
Vivienda de  Cataluña,  poniéndonos  a  dis-
posición de todos aquellos que quieran in-
formarse.
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Un mercado distinto para la vivienda
SECCIÓN 3

Jordi Casajoana Mogas

Omplim

El  sector  inmobiliario,  está  innovando. 
Nuevos  modelos  de  producción,  desarro-
llos de proyectos mediante BIM (1), LEAN 
Construction,  aplicación de nuevas tecno-
logías  en  la  construcción,  sostenibilidad 
ambiental,... 

Un gran esfuerzo que sin duda,  mejora y 
profesionaliza un sector en manos de gran-
des fondos de inversión internacionales, po-
sicionados  excelentemente  éstos  últimos 
años en colaboración con el sector  finan-
ciero , rescatado (en ocasiones)  por todos 
los ciudadanos. 

Recientemente he leído el artículo: “Diez 
nuevos nichos de clientes marcan tenden-
cia en el sector turístico” (*2) : Dinks, Bo-
Bo’s, Millennials, viajeros de lujo, familias 
con  niños,  Singles,,  turismo  halal…  Los 
principales operadores trabajan y afrontan 
sus inversiones para satisfacer las necesida-

des de cada uno de estos clientes  Es la fo-
calización en el cliente desde el origen.

En el  sector  inmobiliario;  concretamente 
en el de la vivienda; la oferta ya está bien 
visible en todos los canales de comercializa-
ción (online y offline) y excepto, en lo refe-
rente a criterios de  sostenibilidad y eficien-
cia  energética,  no  consigo  ver  otros   ele-
mentos que indiquen  que se haya hecho 
una reflexión y una segmentación, similar 
al sector turístico..

El sector inmobiliario siempre ha sido un 
valor refugio para el capital, con elevados 
rendimientos  no  exentos  de  riesgo.  Y el 
mercado de la vivienda siempre ha tenido 
un gran atractivo y potencial. Según el Artí-
culo 47 de la Constitución: “Todo el mun-
do precisa de una vivienda”  y  “Todos los 
españoles  tienen  derecho  a  disfrutar  de 
una vivienda digna y adecuada”. 

Durante muchos años, inicialmente con el 
Plan de la Vivienda (1961-1975) y en poste-
riores períodos de bonanza con el sobreen-
deudamiento de las familias,  los promoto-
res  tenían  suficientes  argumentos  para  ir 
ampliando  y  consolidando  su  actividad. 
Creando un producto  bastante  uniforme, 
mostrando un interés relativo por el futuro 
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usuario de la vivienda, y con poca concien-
cia y/o preocupación por el entorno y el te-
rritorio. 

En muchos casos,  el sector sigue anclado 
en estos argumentos,  a pesar de que hoy 
en día, la actual generación de gente entre 
20 y 40 años genera una demanda de vivien-
da muy distinta a la vivida en ciclos prece-
dentes. 

Conviven  con  una  capacidad  económica 
más limitada, causada por el decrecimiento 
de los sueldos y precariedad laboral; tienen 
más movilidad geográfica  y forman parte 
de una estructura familiar mucho más volá-
til. 

Viven en un mundo globalizado, con una 
formación,  sentido  crítico  y  responsabili-
dad mucho mayor y valoran aspectos como 
la reputación empresarial, ética en la cade-
na de valor,  la transparencia,  la eficiencia 
energética, la economía circular, la acción 
social, y el impacto en el territorio.

Todos estos criterios y valores son impor-
tantes  para  potenciar  y  segmentar  la  de-
manda actual (los distintos nichos de mer-
cado)  pero lamentablemente,  este trabajo 
no se está realizando y el panorama actual 
es bastante desalentador. No hay ni habrá 
previsiblemente  oferta  de  vivienda  para 
mucha de esta demanda potencial.

A excepción  de  algunas  administraciones 
locales que están trabajando sobre algunos 
de estos razonamientos, existe una escasez 
muy  importante  de  operadores  privados 
que crean y tengan como propuesta de va-
lor y de diferenciación  todos o alguno de 
los criterios descritos anteriormente.

Distintos modelos de tenencia,  una arqui-
tectura adaptable a la variabilidad familiar, 
la procedencia del producto adquirido o al-
quilado, los procesos de producción, la par-
ticipación e impacto en el territorio,… de-
berían ser herramientas que ayuden a dife-
renciar y mejorar la oferta existente. 

Sobre  estos  pilares  debería  asentarse  un 
nuevo  modelo  de  desarrollo  de  vivienda, 
alejado de los estándares de la burbuja vivi-
da entre  el  1997 y  2007.  Un modelo que 
centre todos los esfuerzos en satisfacer las 
necesidades  de  todos  y  cada  uno  de  los 
clientes,  que  potencie  distintos  modelos 
empresariales  para  distintas  finalidades  y 
que ofrezca rentabilidades adicionales a la 
económica,  como ya  ocurre  en  otros  paí-
ses.

No  podemos  permitirnos,  en  esta  nueva 
etapa  que  iniciamos,  contentarnos  única-
mente con mejorar procedimientos de ges-
tión que exclusivamente repercutan en un 
incremento del beneficio económico de la 
actividad. 
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El sector debe obligatoriamente ser proac-
tivo,  ambicioso,  arriesgado, valiente,  y en-
contrar soluciones jurídicas, legales y arqui-
tectónicas para potenciar una mejora real 
del mercado de la vivienda y así dar una res-
puesta acorde a sus necesidades actuales y 
futuras.

Si no es así, afloraran nuevamente las debili-
dades de un sector ciego a los cambios de 
hoy. 

Notas: 

(1) BIM: Building Information Modeling

(2)http://www.mrturismo.com/nichos-de-cl
ientes-sector-turistico/
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¿Por qué España es un paraíso para los 
okupas?

SECCIÓN 4

Ro s a  Ma r i  Pe r i s . 
Responsable del Servicio Jurí-
dico de la Cámara de la Pro-
piedad Urbana de Barcelona

La debilidad de la legislación explica una 
situación que, sumada a la de Portugal, es 
única en Europa.

La ocupación ilegal  de inmuebles,  conoci-
da como fenómeno o movimiento okupa, 
comenzó a aparecer a finales de los años se-
senta en Inglaterra, Alemania y Holanda co-
mo  una  expresión  más  de  la  filosofía 
hippie.  Estos  fenómeno llega  a  España  a 
mediados de los años setenta como un mo-
vimiento de ideales contrarios al  sistema, 
al que el legislador español le da una débil 
solución, aunque la conducta de los okupas 
atenta  de  forma  flagrante  contra  el  dere-
cho de la propiedad reconocido de manera 
expresa por la Carta Magna.

El origen de la indefensión jurídica que su-
fren muchos propietarios está directamen-
te relacionada con el Código Penal de 1995, 
que  introdujo  el  delito  de  usurpación  de 
bienes inmuebles, castigado con penas de 

tres a seis meses de prisión para aquellos 
supuestos  de  empleo  de  un  inmueble,  vi-
vienda o edificio ajenos que no constituyan 
residencia habitual y que se hagan contra 
la voluntad de su titular. ¿Cuál es el proble-
ma, pues, para iniciar un procedimiento pe-
nal por el delito de usurpación de bienes 
inmuebles? La contesta es concreta: la ocu-
pación se debe realizar sobre un inmueble 
que no sea residencia habitual y el juez de-
be apreciar indicios de delito. Aquí es don-
de surge el problema de interpretación, ya 
que no todas las ocupaciones de inmuebles 
que no constituyen morada dan lugar al de-
lito. Sólo se podrán castigar las perturbacio-
nes más graves. La jurisprudencia entiende 
que solo son punibles las ocupaciones don-
de hay una intención evidente de ejercer 
los derechos relativos a la posesión sobre el 
inmueble, con vocación de permanencia y 
privación total del ejercicio del derecho pa-
ra su titular. El proceso penal, además de 
resultar largo y tedioso, no da lugar a una 
resolución segura por el propietario, quien 
puede ver fácilmente desestimadas sus pre-
tensiones.

Desde el punto de vista civil, no hay un pro-
ceso específico para estas situaciones, por 
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lo que los tribunales han acogido, por su 
viabilidad y desarrollo,  en el  procedimien-
to de desahucio por precario, que requiere 
abogado y procurador de los tribunales y 
cuya duración puede oscilar  entre  9  y  18 
meses aproximadamente.

Las soluciones procedimentales en España 
no están otorgando una tutela judicial rápi-
da y segura. Lo que pasa en España no pasa 
en ningún otro país de Europa, con excep-
ción de Portugal. Sería necesaria una volun-
tad  político-legislativa  para  impulsar  una 
reforma de la Ley de Arrendamientos Urba-
nos  y  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento Civil. 
Analizamos  a  continuación  como  tratan 
los ocupas otros países europeos:

En Holanda basta que el propietario de un 
inmueble denuncie ante la policía una ocu-
pación de un inmueble de su propiedad. Es-
ta puede personarse con una autorización 
judicial y desalojar al ocupante ilegal.

En Francia no tiene la consideración de de-
lito penal,  pero la policía puede desalojar 
un okupa ilegal durante las primeras 48 ho-
ras  de  ocupación desde  el  momento  que 
tiene  conocimiento  de  este  hecho.  Des-
pués los ocupantes deben probar que el in-
mueble reúne condiciones mínimas de ha-
bitabilidad y, a partir de este momento, los 
propietarios  pueden  denunciar  a  los  ocu-
pantes en sede judicial a fin de recuperar la 
posesión legal.

En Alemania, ante la inexistencia de pisos 
vacíos  los  propietarios  pueden  ser  obliga-
dos legalmente a rehabilitarlos. Si persiste 
el incumplimiento pueden llegar a ser san-
cionados con multas o incluso con la expro-
piación temporal de la finca. Sin embargo, 
y tomando como ejemplo la ciudad de Ber-
lín,  las casas ocupadas deben ser desaloja-
das en un plazo de 24 horas después de que 
se conozca la ocupación ilegal si el propie-
tario presenta una denuncia y, en caso que 
sea necesario, se le obliga a iniciar las obras 
de remodelación.

En el Reino Unido ocupar ilegalmente una 
vivienda se considera un delito penal en In-
glaterra y el  país  de Gales que se castiga 
con multas de hasta seis meses de prisión. 
Los propietarios pueden denunciar a la po-
licía una ocupación ilegal, los agentes verifi-
carán la denuncia y arrestar a los okupas. 
La policía tiene que probar que los okupas 
pretendían vivir al inmueble ocupado.

En Italia,  el  propietario  podrá  denunciar 
ante la  policía el  empleo.  El  juzgado,  me-
diante un juicio rápido, dará orden a la poli-
cía para que proceda al desalojo de los oku-
pas que, además, deberán abonar los daños 
producidos en la vivienda. En Italia existe 
asimismo el delito de defraudación del flui-
do eléctrico, que conlleva entre 3 y 6 meses 
de prisión si  la  cuantía delinquida supera 
los 400 euros.
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En Dinamarca, el gobierno impone multas 
a los propietarios de casas desocupadas. En 
los demás supuestos, basta con ir a la poli-
cía y demostrar que quien reclama es el legí-
timo propietario.

La comparativa con otros países europeos 
demuestra  que  el  problema  de  la  ocupa-
ción ilegal en España, cada vez más grave y 
de  mayor  intensidad,  debería  resolverse 
con la modificación de la legislación actual. 
Esta es la única manera de hacer frente y 
consensuar  el  derecho  fundamental  a  la 
propiedad privada y en la vivienda.
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Investigación
En  cada  número  se  expl ica 
detalladamente  alguno  de  los 
proyectos  de  investigación  de  la 
Cátedra. 

Se puede encontrar el listado de 
los proyectos activos y finalizados 
de en http://housing.urv.cat/es/ 
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Nuevo  varapalo  jurídico  al  Tribunal 
Supremo  y  crisis  del  sistema  procesal 
español

SECCIÓN 1

Dr.  Feder ico  Adán 
Domènech. 

Profesor  agregado  de  Dere-
cho Procesal.  Acreditado co-
mo Catedrático. Universidad 
Rovira i Virgili

1.-  SIEMPRE  NOS  QUEDARÁ  EU-
ROPA

La historia de la relación jurídica entre el 
TJUE y el TS es la crónica de un desamor, 
marcada por desencuentros en materia de 
consumidores. La doctrina jurisprudencial 
del Tribunal Supremo no se ha caracteriza-
do por una interpretación de las normas re-
lativas a la contratación bancaria especial-
mente  protectora  de  los  consumidores  y 
usuarios. Pero si esta era, inicialmente, una 
postura casi irreductible, la realidad social 
y económica ligada a una “revolución jurídi-
ca” de los consumidores y usuarios, ha teni-
do como una de sus principales consecuen-
cias,  la  modificación  de  esa  inicial  débil 

protección de la parte más indefensa de la 
contratación bancaria.

Pero estas modificaciones no han sido “gra-
tuitas” ni a iniciativa propia. El camino a 
seguir nos lo marca el TJUE, “sacando los 
colores”, en más de una ocasión, a nuestro 
Tribunal Supremo. El inicio de esta evolu-
ción jurisprudencial  se  produce,  principal-
mente, tras la sentencia del TJUE de 14 de 
marzo  de  2013,  que  conlleva  la  modifica-
ción del sistema hipotecario español. A par-
tir de ese momento, la doctrina del TS va a 
“rebufo” de las  líneas marcadas por Euro-
pa,  circunstancia  que  comporta  el  hecho 
de que en más de una ocasión, el principal 
Tribunal de nuestro Poder Judicial se viese 
ante la vicisitud de modificar o matizar su 
postura inicial.

La STJUE de 26 de enero de 2017, sobre 
cláusulas  de  vencimiento  anticipado,  no 
constituye solo  un ejemplo del  efecto co-
rrectivo del TS, sino que se erige como una 
resolución de una especial magnitud proce-
sal,  pues  además  de  contradecir,  una  vez 
más, al TS, mediante esta resolución, el Tri-
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bunal  europeo acomete la  compleja  tarea 
de contravenir axiomas, casi “sagrados” de 
nuestro sistema procesal, que se relativizan 
en base a la primacía del acervo comunita-
rio,  entre  el  que se  encuentra  la  jurispru-
dencia del TJUE.

Pone en duda principios  básicos  de  nues-
tro sistema procesal,  como pueden ser la 
improrrogabilidad de los plazos procesales, 
la vigencia de los principios informadores 
del  proceso  civil  y  la  delimitación de  las 
consecuencias derivadas de la cosa juzgada.

2.-QUIEBRA  DE  PRINCIPIOS 
P R O C E S A L E S  D E L  O R D E N A-
MIENTO JURÍDICO ESPAÑOL

2.1.-  ¿DESAPARICIÓN  DE  PLA-
ZOS?

El TJUE considera que el  consumidor se 
encuentra  en  una  situación  de  desequili-
brio e inferioridad ante el profesional. Esta 
desigualdad es, para el TJUE, motivo justifi-
cativo para adoptar medidas de discrimina-
ción positiva en su favor, medidas que no 
deben verse limitadas por formalismos lega-
les, tesis que pone en tela de juicio la regu-
lación de plazos en las leyes procesales na-
cionales. 

Partiendo del máximo nivel de protección 
que se concede a los derechos de los consu-
midores, el TJUE en su sentencia de 26 de 
enero de 2017, defiende que los artículos 6 

y 7 de la Directiva 93/13 deben interpretar-
se en el sentido de que se oponen a una dis-
posición de Derecho nacional, como la dis-
posición transitoria cuarta de la Ley 1/2013, 
que supedita el ejercicio por parte de los 
consumidores, frente a los cuales se ha ini-
ciado un procedimiento de ejecución hipo-
tecaria que no ha concluido antes de la en-
trada en vigor de la Ley de la que forma 
parte esa disposición, de su derecho a for-
mular  oposición a  este  procedimiento de 
ejecución basándose en el carácter supues-
tamente  abusivo  de  cláusulas  contractua-
les, a la observancia de un plazo preclusivo 
de un mes, computado a partir del día si-
guiente al de la publicación de esa Ley.

 De efectuarse una interpretación rígida de 
la normativa nacional, que supusiese la pre-
clusión de alegar el carácter abusivo de una 
cláusula transcurrido, en el caso planteado 
en la  cuestión prejudicial,  el  plazo de un 
mes, se vulneraría el verdadero objetivo de 
la Directiva 13/93, que no es otro que garan-
tizar un (...)  equilibrio real que pueda resta-
blecer  la  igualdad entre  las  partes  contra-
tantes (véanse, en particular, las sentencias 
de 17 de julio de 2014, Sánchez Morcillo y 
Abril  García,  C169/14,  EU:C:2014:2099, 
apartado 23, y de 21 de diciembre de 2016, 
Gutiérrez Naranjo y otros, C154/15, C307/
15 y C308/15, EU:C:2016:980, apartados 53 
y 55). 
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La traslación genérica de esta tesis al ámbi-
to procesal nacional no se encuentra exen-
ta de problemas, pues recordemos que el 
artículo 134 LEC sostiene que los plazos re-
gulados en la Ley procesal son improrroga-
bles. La STJUE de 26 de enero de 2017 no 
es que prorrogue el plazo concedido para 
alegación de los motivos de oposición, sino 
que adquiere mayor trascendencia, pues to-
ma la drástica decisión de eliminarlo, por 
considerarlo contrario a una normativa co-
munitaria de carácter imperativo. 

2.2.-  ¿RELATIVIZACION  DE  LOS 
PRINCIPIOS DISPOSITIVO Y RO-
GATORIO, INFORMADORES DEL 
PROCESO CIVIL?

A diferencia de otros órdenes jurisdicciona-
les, en el proceso civil, el titular de un dere-
cho o interés legítimo posee plenos pode-
res de decisión entorno a qué, cómo y cuán-
do reclamar, de ahí que los principios dispo-
sitivo y rogatorio sean inherentes a la natu-
raleza de las cuestiones a examinar en un 
juicio civil. La aplicación de un sistema in-
quisitivo quebraría con la naturaleza de las 
materias  a  enjuiciar  en los  juicios  civiles. 
Sin embargo, la STJUE de 26 de enero de 
2017, en coherencia con otras resoluciones 
del  mismo Tribunal,  podemos  manifestar 
que, en cierta medida, desnaturaliza la ma-
teria objeto del proceso civil,  priorizando 

el interés público sobre el privado, que pue-
de concurrir en la materia a enjuiciar.

La preceptividad del órgano judicial de ve-
lar por el respeto de lo considerado públi-
co,  aparece perfectamente reflejada en la 
STJUE de 21 de abril de 2016, al manifestar 
que es obligación de los Estados miembros 
adoptar todas las medidas necesarias para 
alcanzar el resultado prescrito por una di-
rectiva  es  una  obligación  imperativa,  im-
puesta por el artículo 288 TFUE, párrafo 
tercero, y por la propia directiva. Esta obli-
gación de adoptar todas las medidas genera-
les o particulares se impone a todas las au-
toridades de los Estados miembros, inclui-
das, en el marco de sus competencias, las 
autoridades  judiciales.  Esta  obligación im-
puesta a los órganos judiciales de los Esta-
dos miembros, conjuntamente con la natu-
raleza de orden público que se concede a la 
protección de los derechos de los consumi-
dores y usuarios -STJUE de 30 de mayo de 
2013-, es la causante de esta actuación pro 
activa del órgano judicial, respecto del estu-
dio de las cláusulas abusivas, a pesar de que 
una concreta cláusula no haya resultado ser 
cuestionada o alegada por alguna de las par-
tes procesales.

Pero por si fuera poco, la actuación pro ac-
tiva del órgano judicial, entendida como el 
análisis  incluso  de  cláusulas  no  denuncia-
das por las partes, se complementa con una 
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actuación expansiva en cuanto a sus funcio-
nes, pues el órgano judicial se convierte en 
garante y salvaguarda tanto de los derechos 
del consumidor como de la legalidad en el 
proceso civil. Manteniendo las diferencias, 
y a riesgo de críticas, podemos afirmar que, 
en determinadas circunstancias, el órgano 
judicial  asume  una  función  análoga  a  la 
otorgada al Ministerio fiscal en el proceso 
civil  y en relación a determinados colecti-
vos. Así, el órgano judicial no debe esperar 
a que las cláusulas que puedan ser declara-
das  abusivas  produzcan  sus  efectos,  sino 
que debe avanzarse a tal situación. En este 
sentido, la STJUE de 26 de enero de 2017 
defiende que: Por consiguiente, y a fin de 
garantizar el efecto disuasorio del artículo 
7 de la Directiva 93/13, las prerrogativas del 
juez nacional que constata la existencia de 
una cláusula abusiva, en el sentido del artí-
culo 3, apartado 1, de la misma Directiva, 
no pueden depender del hecho de que esa 
cláusula se aplique o no en la práctica. De 
este modo, el Tribunal de Justicia ya ha de-
clarado  que  la  Directiva  93/13  debe  inter-
pretarse  en  el  sentido de  que,  cuando el 
juez  nacional  haya  constatado el  carácter 
«abusivo»  —en  el  sentido  del  artículo  3, 
apartado 1, de esa Directiva— de una cláu-
sula de un contrato celebrado entre un con-
sumidor y un profesional, la circunstancia 
de que tal cláusula no haya llegado a aplicar-
se no se opone por sí sola a que el juez na-

cional  deduzca  todas  las  consecuencias 
oportunas del carácter abusivo de la cláusu-
la en cuestión (véase, en este sentido, el au-
to de 11 de junio de 2015, Banco Bilbao Viz-
caya  Argentaria,  C602/13,  no  publicado, 
EU:C:2015:397, apartados 50 y 54).

2.3.-¿FLEXIBILIZACIÓN  DE  LOS 
EFECTOS  DE  LA COSA JUZGA-
DA?

Otra de las cuestiones de especial trascen-
dencia práctica que analiza el TJUE y que 
también  incide  en  máximas  procesales, 
aceptadas en nuestro ordenamiento jurídi-
co, se concreta en la resolución del interro-
gante de si un órgano judicial español pue-
de analizar una cuestión que ya ha sido ob-
jeto  de  un  examen  judicial  que  culminó 
con una resolución que ha adquirido fuerza 
de cosa juzgada.

La cuestión se concreta, en definitiva, en 
determinar si la Directiva 93/13 se opone a 
una norma nacional, como la contenida en 
el  artículo 207 de la  LEC, que le  impide 
examinar de oficio determinadas cláusulas 
de un contrato que ya ha sido analizado, y 
el  TJUE  distingue  dos  supuestos,  conce-
diendo a cada uno de ellos una respuesta 
diferenciada. Así, cuando ya existe un pro-
nunciamiento sobre la legalidad del conjun-
to de las cláusulas de ese contrato, produce 
efectos vinculantes la cosa jugada. En con-
trapartida, en caso de que existan una o va-
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rias cláusulas contractuales, cuyo eventual 
carácter abusivo no ha sido aún examinado 
en un anterior control judicial del contrato 
controvertido,  concluido con la  adopción 
de una resolución con fuerza de cosa juzga-
da, la misma se flexibiliza permitiéndose el 
examen de la misma. Esta taxativa afirma-
ción,  que entronca con los  límites  regula-
dos, no solo en el artículo 207 LEC, sino 
también en la norma 400 del mismo cuer-
po legal, se argumenta en la resolución de 
26 de enero de 2017, en base a dos extre-
mos.

En primer lugar, por la naturaleza de los de-
rechos  reconocidos  a  los  consumidores  y 
usuarios, a los que el TJUE les confiere ca-
rácter de orden público, que, a su entender, 
sobrepasa y prima sobre la regulación pro-
cesal de los Estados miembros, y, en segun-
do lugar,  en  aras  a  ofrecer  una  completa 
protección  del  consumidor,  que  requiere 
del análisis y eliminación de cualquier cues-
tión  abusiva,  que  constituye  un  perjuicio 
para  los  consumidores.  Afirmación  cohe-
rente con el encargo encomendado a los Es-
tados miembros de realizar todas las actua-
ciones precisas para erradicar la utilización 
de las cláusulas abusivas y el aseguramiento 
de su efecto penalizador, en caso de existir 
la  nulidad.  No llevar  estas  premias  hasta 
sus  últimas  consecuencias,  entendiéndose 
como tales el examen total de la relación 
jurídica, supondría, para la STJUE de 26 de 

enero de 2017, conceder al consumidor una 
protección (...) incompleta e insuficiente y 
no constituiría un medio adecuado y eficaz 
para que cese el uso de ese tipo de cláusu-
las, en contra de lo que establece el artícu-
lo 7, apartado 1, de la Directiva 93/13 (véa-
se,  en este sentido, la sentencia de 14 de 
marzo  de  2013 ,  Az iz ,  C415 / 1 1 , 
EU:C:2013:164, apartado 60).

2.4.-  ¿VULNERACION DE LA PRE-
CLUSIÓN?

Las  consideraciones  generales  contenidas 
en la STJUE de 26 de enero de 2017, en el 
sentido de la obligación del Juez nacional 
de analizar las cláusulas abusivas, sean ale-
gadas o no, y la posibilidad de examinarse 
en un proceso posterior, sin que le afecte la 
institución de la cosa juzgada, a nuestro en-
tender, produce lo que podríamos denomi-
nar la teoría de los efectos reflejos, por la 
influencia que pueden tener en otras nor-
mas antesala de la cosa juzgada. Así, la flexi-
bilización de los efectos de la cosa juzgada, 
puede dejar huérfano de contenido o, cuan-
to menos, relativizar diferentes normas de 
la Ley procesal como son el precepto 400 
–relativo a la preclusión de las alegaciones 
de las partes- y la regla 222 del mismo cuer-
po legal –en atención a los efectos de la co-
sa juzgada-

A.-.- Procesos declarativos
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Con  carácter  previo  es  preciso  efectuar 
una matización. Analizaremos, en este pun-
to,  la  actuación de  las  partes  que  preten-
den  introducir  como objeto  del  proceso, 
nuevas  cláusulas  a  las  inicialmente  alega-
das.  La incorporación al  proceso,  de esta 
nueva  petición  –de  análisis  de  cualquier 
cláusula  no  alegada  inicialmente-  o  de  la 
nueva doctrina jurisprudencial emitida por 
el TJUE en la sentencia de 26 de enero de 
2017, será diferente en momento y forma, 
en función de la etapa en que encuentre la 
tramitación  del  procedimiento,  pudiéndo-
se incorporar bien como alegaciones com-
plementarias,  conforme  a  los  artículos 
401.2, 426.1 y 412.2 LEC, o bien como he-
chos nuevos o de nueva noticia de acuerdo 
con las reglas contenidas en los preceptos 
286.1 y 426.4 de la Ley procesal.

a.- Procesos judiciales en que la abusi-
vidad de la cláusula objeto de análisis 
se integra en las alegaciones de alguna 
de las partes

En los casos en que la discusión de la abusi-
vidad de la cláusula de vencimiento antici-
pado, constituyese parte del objeto del pro-
ceso, por ser incorporado a través de las ale-
gaciones de las partes, la introducción de la 
doctrina del TJUE de 26 de enero de 2017, 
no  debería  ser  considerada  strictu  sensu 
una nueva petición o un nuevo hecho. La  
nueva petición o hecho se traduce en una 

nueva pretensión que se acumula a la  ini-
cialmente ejercitada, por el contrario, la in-
terpretación jurídica de una Directiva euro-
pea, se traduce en un elemento valorativo 
para el órgano enjuiciador, respecto de la 
pretensión ya incoada, como acertadamen-
te distingue la SAP Madrid, Sección 13ª, de 
15 de julio de 2016, al sostener que una co-
sa es la alegación de nuevos fundamentos 
de derecho sobre los mismos hechos y otra 
la formulación de nuevas acciones o excep-
ciones que no se formularon con anteriori-
dad. La jurisprudencia del TJUE nos esta-
blece los parámetros de cómo debe inter-
pretarse un hecho concreto, pero no es el 
propio hecho como tal, pues la jurispruden-
cia se limita a ser la razón de unas conse-
cuencias, sin ser la consecuencia en sí mis-
ma que es el hecho pretendido.

Asimismo,  la  imposibilidad  de  introducir 
en el proceso nuevas fundamentaciones ju-
rídicas vulneraría el principio iuria novit cu-
ria, pues como sostiene la SAP Madrid, Sec-
ción 13ª, de 15 de julio de 2016, en cuanto a 
los fundamentos jurídicos se refiere no exis-
te prohibición legal de alegar u oponer nue-
vos fundamentos legales ya que en nuestro 
derecho rigen los principios "iura novit cu-
ria" y "da mihi facto dabo tibi ius". A ma-
yor  abundamiento,  la  virtualidad  de  este 
principio justificaría incluso la innecesarie-
dad de incorporar la doctrina del TJUE al 
proceso  a  instancia  de  parte,  pudiéndose 
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aplicar de oficio, como reconoce el ATS de 
11  de enero de 2017,  al  manifestar que la 
aplicación del principio "iura novit curia", 
(…)  autoriza a los Tribunales a  aplicar las 
normas que estimen procedentes.

b.- Procesos judiciales en que la abusi-
vidad de la cláusula a analizar no se in-
tegra en las alegaciones iniciales de al-
guna de las partes

Mayor dificultad, como consecuencia de la 
virtualidad de los efectos de la litispenden-
cia y preclusión, presenta la incorporación 
al proceso, de la discusión de la nulidad de 
la  cláusula  de  vencimiento  anticipado  o 
cualquier otra, si esta no se hubiese solicita-
do por ninguna de las partes en sus escritos 
de  alegaciones.  A efectos  de  proceder  al 
análisis  de  estos  supuestos,  es  necesario 
previamente  diferenciar  si  el  consumidor 
actúa como demandante, solicitando el exa-
men de la abusividad del contrato, o como 
demandando, siendo sujeto pasivo de la re-
clamación. Para el caso, de que el consumi-
dor sea la parte actora, si en el proceso judi-
cial todavía no ha transcurrido el plazo pa-
ra contestar a la demanda, la cobertura jurí-
dica  se  otorgaría  mediante  la  norma 401 
LEC,  y  se  configuraría  como una  amplia-
ción objetiva de la demanda. De esta for-
ma, el análisis de la cláusula preterida ini-
cialmente,  podría  incorporarse  como una 
ampliación de la demanda, extremo que tie-

ne como efecto preclusivo la contestación 
a la misma por parte del deudor, esto es, 
dentro de los 10 días siguientes a su notifi-
cación en los juicios verbales o en los 20 si-
guientes para los procesos ordinarios. 

Para los supuestos en que haya trascurrido 
el plazo para contestar la demanda, para su 
análisis, nos resulta indiferente la posición 
que ocupa el consumidor en el proceso, a 
efectos  de  introducir  peticiones  comple-
mentarías o nuevos hechos o de nueva noti-
cia. Así, definido el objeto del proceso, una 
vez finalizado el periodo alegatorio de las 
partes, como regla general, la Ley procesal 
prescribe  su  modificación,  regulando  dos 
excepciones, que se concretan en la posibi-
lidad de alegar bien peticiones complemen-
tarias bien nuevos hechos o de nueva noti-
cia –artículos 286, 401, 412 y 426 LEC-.

Transcurrido el plazo para contestar a la de-
manda, la cobertura jurídica para incluir en 
el thema decidendi del proceso, la nulidad 
de una clausula más, es dada por dos pre-
ceptos de la LEC. En primer lugar, por el 
artículo 286.1 del texto normativo, pudién-
dose  incorporar  como una  modalidad  de 
ampliación de hechos, pues este precepto 
permite, que finalizados los escritos de ale-
gaciones, y siempre con anterioridad al ini-
cio del plazo para dictar sentencia, que de 
conocerse o de darse algún hecho de rele-
vancia para la decisión del pleito, las partes 
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puedan hacer valer ese hecho en el proce-
so, y en segundo lugar, por la norma 426.4 
del mismo cuerpo legal, mediante el cual se 
autoriza a alegar por las partes en la audien-
cia previa los hechos nuevos o de nueva no-
ticia que resulten relevante para la decisión 
del pleito.

El principal problema para la alegación de 
esta nueva pretensión, resultaría de una in-
terpretación rígida del artículo 400 LEC, 
regulador del efecto preclusivo de la intro-
ducción de pretensiones en un proceso y, 
en consecuencia,  fundamento de los  efec-
tos de cosa juzgada de la futura sentencia. 
Sin embargo, a nuestro entender en el ám-
bito de la  nulidad de una nueva cláusula, 
concurren diferentes  extremos que justifi-
carían una interpretación laxa de esta nor-
ma. 

El primero de los párrafos del apartado pri-
mero de esta norma, establece que cuando 
deban alegarse diferentes hechos o distin-
tos títulos o fundamentos jurídicos y eran 
conocidos,  debían  ser  alegados  en  la  de-
manda,  sin  ser  posible  su  posterior  alega-
ción. El supuesto en el  que nos encontra-
mos es sustancialmente diferente, pues los 
hechos y fundamentos jurídicos que funda-
mentarían la posibilidad de alegar la abusi-
vidad  de  una  cláusula  no  incluida  inicial-
mente en el debate procesal, no eran cono-
cidos, pues con anterioridad a la presenta-

ción de la demanda, no existía resolución 
del TJUE de 26 de enero de 2017, que decla-
rase para el ámbito específico de la nulidad 
de las cláusulas abusivas, el hecho de que 
en base al carácter imperativo y de orden 
público de los derechos de los consumido-
res no se pueden menoscabar el contenido 
sustancial del derecho a no estar vinculado 
por una cláusula considerada abusiva, a pe-
sar  de  las  disposiciones  nacionales,  y  del 
momento procesal en que se encuentre la 
tramitación  del  expediente  judicial,  pues 
defiende el TJUE, la obligación del órgano 
judicial  patrio  de  apreciar,  a  instancia  de 
las partes o de oficio, cuando disponga de 
los elementos de hecho y de derecho nece-
sarios para ello, el eventual carácter abusi-
vo de las demás cláusulas de dicho contra-
to.  La negación de admitir  la  posibilidad 
de incorporar al proceso, la discusión de la 
cláusula en cuestión, privaría al órgano judi-
cial del conocimiento de las circunstancias 
de hecho y de derecho que menciona el Al-
to  Tribunal  Europeo,  contraviniendo  su 
doctrina, y vulnerando el principios de eco-
nomía procesal, porque se trasladaría a un 
futuro proceso,  la  discusión de la  abusivi-
dad  o  no  de  las  cláusula,  cuando  de  la 
STJUE de 26 de enero de 2017, se despren-
de que esta cuestión puede/debe discutirse 
en un proceso ya incoado, en el que se ana-
lizan el resto de cláusulas que confirman el 
contrato.
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La  ampliación  de  hechos  no  podría  ser 
inadmitida en base a una supuesta indefen-
sión  de  la  contraparte,  pues,  el  artículo 
281.1 LEC, si bien prevé la posibilidad de 
introducir  nuevos  hechos  relevantes,  tam-
bién protege los derechos de defensa de la 
parte contraria, al manifestar que si el he-
cho nuevo o de nueva noticia no fuese reco-
nocido  como  cierto,  se  propondrá  y  se 
practicará  la  prueba pertinente y  útil  del 
modo previsto en esta Ley según la clase 
de  procedimiento  cuando  fuere  posible 
por el estado de las actuaciones. Del mis-
mo modo, el precepto 426 de la Ley proce-
sal salvaguarda los intereses del demando, 
tanto para los supuestos en que se aleguen 
cuestiones  accesorias  o  complementarias 
como en aquellos otros en que se preten-
dan introducir nuevos hecho o de nueva no-
ticia. Así, en el primero de los casos se ad-
mitirá la petición complementaria, si la par-
te  contraria  se  muestra  conforme.  Si  se 
opusiere, el Tribunal decidirá sobre la admi-
sibilidad de la  adición,  que sólo acordará 
cuando entienda que su planteamiento en 
la audiencia no impide a la parte contraria 
ejercitar su derecho de defensa en condicio-
nes de igualdad. En la segunda de las hipó-
tesis, esto es, la introducción de nuevos he-
chos, se concederá la posibilidad a la con-
traparte, de formular alegaciones respecto 
de la  pretendida adición,  por la  remisión 

que el artículo 426. 4 LEC efectúa al 286.4 
del mismo cuerpo legal. 

B.- PROCESOS EJECUTIVOS 

En los procesos tanto de ejecución ordina-
ria como de ejecución hipotecaria, la posi-
ción que ocupará el consumidor será la de-
mandada.  Así,  solicitada  la  ejecución,  el 
consumidor podrá mediante la norma 557.1 
LEC, para la ejecución ordinaria, o el pre-
cepto 695.1.4ª del mismo cuerpo legal, en 
relación a la ejecución hipotecaria, oponer-
se a la ejecución alegando la existencia de 
una cláusula abusiva.

Sin  embargo,  si  el  órgano  judicial  como 
consecuencia  de  la  jurisprudencia  del 
TJUE, puede constatar de la existencia de 
una cláusula abusiva en cualquier momento 
en que tenga conocimiento de hecho y de 
derecho de la misma, consideramos que al 
deudor también se le debería conceder la 
posibilidad  de  ampliar  la  oposición,  para 
los supuestos en que formulada,  omita la 
alegación de una concreta cláusula. 

Dos son los artículos que concederían co-
bertura jurídica a la posibilidad de alegar, 
una nueva cláusula  abusiva.  En primer lu-
gar, la norma 564 LEC, la cual sostiene que 
si, después de precluidas las posibilidades 
de alegación en juicio o con posterioridad 
a la producción de un título ejecutivo extra-
judicial, se produjesen hechos o actos, dis-
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tintos de los admitidos por esta Ley como 
causas de oposición a la ejecución, pero ju-
rídicamente relevantes respecto de los dere-
chos de la parte ejecutante frente al ejecu-
tado o de los  deberes  del  ejecutado para 
con  el  ejecutante,  la  eficacia  jurídica  de 
aquéllos hechos o actos podrá hacerse va-
ler en el proceso que corresponda. La inter-
pretación de esta última frase, en el proce-
so que corresponda, debería permitir la ale-
gación de la nueva posible cláusula abusiva, 
en el mismo proceso de ejecución, en bene-
ficio de la economía procesal, evitando la 
incoación de un nuevo proceso, y de la se-
guridad jurídica, pues el enjuiciamiento del 
carácter abusivo en otro proceso posterior, 
podría  resultar  su  pronunciamiento  inefi-
caz, para el supuesto de haberse enajenado 
la  finca.  En segundo lugar,  el  562.3  LEC, 
siempre y cuando, se interpretase de forma 
amplia, pues el mismo permite la alegación 
de infracciones legales en el curso de la eje-
cución, y es evidente que una cláusula abu-
siva constituye una infracción legal, que vi-
ciaría la ejecución en contra de los intere-
ses de los consumidores y usuarios.
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La plataforma europea de resolución de 
conflictos en línea

SECCIÓN 2

Emma López Solé. 

Abogada.  Investigadora 
predoctoral  de  la  Cáte-
dra UNESCO de Vivien-
da de la Universidad Ro-
vira i Virgili.

Con la finalidad de promover la protección 
del  consumidor  e  impulsar  el  comercio 
electrónico transfronterizo en el marco de 
la Unión Europea vieron la luz la Directiva 
2013/11/UE del  Parlamento y  del  Consejo 
Europeo de 21 de mayo de 20131, sobre reso-
lución alternativa de litigios en materia de 
consumo (en adelante  DRAL)  y  el  Regla-
mento 524/2013 de 21 de mayo de 20132 so-
bre resolución de litigios en línea en mate-
ria de consumo (en adelante RRLL).

La DRAL argumenta que existen pocas he-
rramientas en Derecho internacional priva-
do para dar solución a las posibles contro-
versias surgidas en este tipo de relaciones 
de consumo. Estas relaciones se caracteri-
zan principalmente por tener un carácter 

masivo y la escasa cuantía de los asuntos. A 
modo de ejemplo en el tercer trimestre de 
2016, según datos de la CNMC, las ventas 
por  internet  alcanzaron  los  6.166,8  millo-
nes de euros,  lo que representa un incre-
mento del 16,3% respecto al año anterior, 
habiéndose  realizado más  de  97  millones 
de  transacciones. Siendo los  sectores  de 
actividad  con  mayores  ingresos  las  agen-
cias de viajes y operadores turísticos, con 
el 16,3% de la facturación total; el transpor-
te aéreo, con el 11,6% y las prendas de ves-
tir, en tercer lugar, con el 5,0%3.

Con este volumen de negocio deviene im-
perativo  crear  un  sistema  que  pueda  dar 
una respuesta rápida y adecuada a las posi-
bles controversias derivadas de estas tran-
sacciones, resultando la tecnología de la co-
municación una herramienta que aporta va-
lor a los mecanismos de resolución de liti-
gios  de  consumo,  especialmente  en  aque-
llas ocasiones en que consumidor y empre-
sa se encuentran en estados diferentes. 

Siguiendo estas consideraciones en el año 
2010 se creó el Grupo de Trabajo III de la 
Comisión de las Naciones Unidas para el 
Derecho Mercantil Internacional (CNUD-
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MI) con la finalidad de negociar un marco 
legal para la resolución por vía informática  
de litigios derivados de transacciones elec-
trónicas4.

La DRAL en su artículo primero estipula 
que su objetivo principal  es  contribuir  al 
funcionamiento  eficaz  del  mercado  inte-
rior y lograr una mayor protección del con-
sumidor  a  nivel  europeo,  ofreciendo  un 
marco de resolución de asuntos  basado en 
la resolución alternativa de conflictos. A es-
tos  efectos  el  RRLL  tiene  por  objetivo 
crear una plataforma web europea que per-
mita solucionar las controversias derivadas 
de  relaciones  electrónicas   de  consumo, 
tanto a nivel nacional como de la Unión Eu-
ropea. 

El artículo 2 de la DRAL establece que se 
aplicaran a “los procedimientos de resolu-
ción de litigios  nacionales  y  transfronteri-
zos  relativos  a  obligaciones  contractuales 
derivadas de contratos de compraventa o 
prestación de servicios entre un comercian-
te establecido en la  Unión y un consumi-
dor residente en la Unión, mediante la in-
tervención de una entidad de resolución al-
ternativa de litigios que propone o impone 
una solución o que reúne a las partes con el 
fin de facilitar una solución amistosa”.

El artículo 5 del RRLL atribuyó a la Comi-
sión la obligación de desarrollar la platafor-
ma  de resolución de conflictos en línea, 

siendo la misma la responsable de su fun-
cionamiento. En palabras de CORTES, es-
ta  plataforma  nació  con  la  vocación  de 
constituir una “ventanilla única” para aque-
llos  comerciantes  y  consumidores  euro-
peos que quieran resolver extrajudicialmen-
te los conflictos objeto de la DRAL5. 

Esta plataforma constituye un sitio web in-
teractivo accesible a través del Portal Euro-
pa6, el cual permite acceder a un formula-
rio de reclamación en todos los idiomas de 
la Unión Europea. Una vez rellenado el for-
mulario se envía directamente a la empresa 
objeto de la reclamación quien tiene para 
responder si se compromete o está obliga-
da a recurrir a una entidad de resolución 
alternativa  de  litigios.  Actualmente  están 
obligados a recurrir a estas vías el sector fi-
nanciero, el electrónico y el sector de las 
telecomunicaciones.

A pesar de la mejora que esta plataforma 
ofrece para la protección del  consumidor 
europeo,  existen  ciertas  limitaciones  del 
sistema de resolución extrajudicial de con-
flictos;  en  primer  lugar  el  empresario/co-
merciante tiene la obligación de informar 
al consumidor sobre la existencia de la mis-
ma, en segundo lugar el empresario puede 
negarse a la intervención de la plataforma 
en las posibles reclamaciones de las que sea 
objeto,  en  tercer  lugar  existen  diferentes 
métodos de resolución de conflictos extra-
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judiciales  (arbitraje,  mediación  concilia-
ción, defensor del consumidor, por citar al-
gunos)  pudiendo diferenciarse el  valor de 
la resolución en función de uno u otro.

Para que una entidad de resolución extraju-
dicial de conflictos pueda tramitar un expe-
diente mediante la Plataforma Europea, es-
ta entidad debe cumplir con los requisitos 
de calidad establecidos en la DRAL y debe 
estar acreditada por la entidad nacional co-
rrespondiente. En España esta función de 
acreditación la ha asumido la Agencia Espa-
ñola de Consumo, Seguridad Alimentaria y 
Nutrición (AECOSAN)7.

No obstante, a día de hoy España no dispo-
ne de organismos de resolución de conflic-
tos que hayan sido acreditados y comunica-
dos a la Comisión a estos efectos, por lo 
que junto a  Rumania,  son los  dos únicos 
países de la Unión que no ofrecen esta posi-
bilidad.

Finalmente, la Ley 7/2017, de 2 de noviem-
bre, incorpora al ordenamiento jurídico es-
pañol  la  Directiva  2013/11/UE,  del  Parla-
mento Europeo y del Consejo, de 21 de ma-
yo de 2013, relativa a la resolución alternati-
va de litigios en materia de consumo8.

Mediante esta  Ley,  los  consumidores  resi-
dentes  en  España  o  en  cualquier  Estado 
miembro de la Unión Europea pueden re-
solver sus litigios de consumo con empresa-

rios establecidos  en España acudiendo a 
entidades de resolución alternativa de cali-
dad que hayan sido acreditadas por la au-
toridad competente e incluidas en un lista-
do  nacional  de  entidades acreditadas,  el 
cual será trasladado a la Comisión Europea 
para que sea incluido en el listado único 
de entidades notificadas por los diferentes 
Estados  miembros  de  la  Unión  Europea. 
Debe destacarse que esta Ley no regula ni 
establece ningún mecanismo de resolución 
de conflictos específico, sino que se limita 
a  establecer los  requisitos de calidad que 
deben cumplir estas entidades. No obstan-
te, la principal novedad de esta Ley se en-
cuentra en su Disposición Final  Séptima, 
mediante la  que se suprime el  párrafo d) 
del  apartado segundo del artículo 2 de la 
Ley 5/2012, de 6 de julio, de mediación en 
asuntos  civiles  y  mercantiles,  que  excluía 
de su ámbito de aplicación la mediación en 
materia de consumo.

Son las propias entidades las que, volunta-
riamente, podrán solicitar su acreditación  
ante  la  AECOSAN o  dependiendo  de  la 
materia a otras autoridades algunas de las 
cuales están pendientes de creación. 

NOTAS:

1  DOUE núm. 165,  de  18  de  junio  de 
2013, páginas 63 a 79.
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2  DOUE núm. 165,  de  18  de  junio  de 
2013, páginas 1 a 12.

3https://www.cnmc.es/2017-04-07-el-comer
cio-electronico-supera-en-espana-los-6100
-millones-de-euros-en-el-tercer  [documen-
to accedido 5 de diciembre 2017].

4http://www.uncitral.org/uncitral/es/commi
ssion/working_groups/3Online_Dispute_R
esolution.html [documento accedido 5 de 
diciembre 2017].

5 Cortés and A. Lodder “Consumer Dispu-
te Resolution Goes Online: Reflections on 
the Evolution of  European Law for Out-
Of-Court Redress” (2014) 21(1) Maastricht 
Journal 14-38. 

6 http://ec.europa.eu/consumers/odr/ [docu-
mento accedido 5 de diciembre 2017].

7http://www.aecosan.msssi.gob.es/AECOS
AN/web/  [documento  accedido  5  de  di-
ciembre 2017].

 8 BOE núm. 268, de 4 de noviembre de 
2017, páginas 105693 a 105718.
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La  comunidad  de  apoyo  mutuo  en  las 
viviendas colaborativas

SECCIÓN 3

Andrés Labella Iglesias

Abogado.  Investigador 
predoctoral de la Cátedra 
UNESCO de Vivienda de 
la  Universidad  Rovira  i 
Virgili.

El Siglo XXI está marcado por el envejeci-
miento de la población europea y de las so-
ciedades  económicamente  desarrolladas, 
debido al aumento en la expectativa de vi-
da y  al  descenso de  la  tasa  de  natalidad, 
cuestiones  que  venían  siendo  advertidas 
por los expertos en estudios demográficos 
desde finales del siglo pasado. 

El modelo tradicional de familia ha sufrido  
una  transformación  extraordinaria.  El  pa-
trón basado en que el cuidado de los hijos 
y de las personas mayores de las familias co-
rría a cargo de las mujeres de la casa, quie-
nes debían renunciar a su desarrollo forma-
tivo,  personal  y  profesional,  con  someti-
miento al consentimiento marital, afortuna-
damente  forma  parte  del  pasado  y  está 
proscrito constitucional y socialmente. 

El proceso de integración europeo, la incor-
poración masiva de las mujeres al mercado 
laboral y el consiguiente descenso de la ta-
sa de natalidad; las más altas cotas de la his-
toria en formación académica y universita-
ria de la población, la movilidad geográfica 
y laboral; la presión sobre el sistema del Es-
tado del Bienestar, la crisis económica y de 
modelo productivo al que asistimos en la 
última década, y el desarrollo tecnológico y 
de las comunicaciones, son algunos de los 
grandes hitos que nos plantea un escenario 
enormemente complejo, que nos desafía co-
mo sociedad para luchar y defender los de-
rechos y avances sociales conquistados en 
los últimos cien años. 

Una de las manifestaciones de este cambio 
de modelo familiar es el incremento del nú-
mero de personas  que viven solas.  Según 
datos del INE, un hogar de cada cuatro es-
tá compuesto por un solo miembro, de los 
cuales un gran número de ellos son perso-
nas mayores de sesenta y cinco años, esta-
do en aumento el índice de rupturas de pa-
reja de edad avanzada.

Frente a  esta  creciente sensación de sole-
dad y aislamiento social, fruto de la innova-
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ción social, en la década de los años seten-
ta en Dinamarca, nació el fenómeno de las 
viviendas colaborativas o cohousing, en el 
cual una comunidad intencional de apoyo 
mutuo procura crear una red social,  auto-
gestionada,  donde se  combinan viviendas 
privadas  con  grandes  espacios  comunes, 
que  permite   la  interacción  relacional,  y 
compartir unas actividades, comidas y ser-
vicios, con criterios de sostenibilidad, pro-
moviendo el desarrollo personal y económi-
co, abiertos al entorno urbano en el que se 
integran. 

En el  seno de  las  viviendas  colaborativas 
emana un conjunto de interrelaciones que 
permiten el pleno desarrollo de la persona 
como individuo social, que se configura co-
mo una red frente al riesgo de exclusión y 
aislamiento  social,  especialmente  para  co-
lectivos más vulnerables, a la vez que supo-
ne una plataforma para la generación activi-
dad productiva, permitiendo una vida sana 
y activa.

La comunidad que nace de las viviendas co-
laborativas es un ente con muchas aristas y 
perfiles  que  les  proporciona  singularidad 
suficiente como para ostentar personalidad 
jurídica propia, susceptible de crear relacio-
nes como tal,  y  ser  titular  de derechos y 
obligaciones.

Cualquier  vivienda  que  esté  integrada  en 
un núcleo de población es susceptible de 

formar parte de una red de viviendas cola-
borativas, más allá de su configuración físi-
ca o estructura de propiedad, la existencia 
o  no  de  espacios  compartidos  o  la  cone-
xión jurídica previa con otras viviendas. El 
carácter  colaborativo,  viene  marcado  por 
los principios de voluntariedad y participa-
ción activa de sus habitantes, el sistema de-
mocrático en la toma de decisiones, la in-
clusión  residencial  y  la  sostenibilidad  en 
cuanto a  los  costes  y  sistemas  constructi-
vos.

La selección de instituciones jurídicas dise-
minadas por diferentes cuerpos legales  vi-
gentes a día de hoy permitiría llevar a tér-
mino la configuración de las viviendas en 
régimen colaborativo, por lo que a lo largo 
del trabajo de investigación se propondrá 
la elaboración de una norma que compile 
de forma transversal las diferentes figuras 
útiles y las incorpore en los diferentes cuer-
pos legales para dar vida jurídica a la alian-
za que nace del acuerdo fundacional y a los 
espacios colaborativos; como podría ser, bá-
sicamente, la ley de propiedad horizontal, 
además de otras como las leyes de coopera-
tivas,  de arrendamientos urbanos y la  ley 
de economía social, entre ellas.

Los  diferentes  elementos  reseñados  han  
sido  recogido  en  una  proposición  no  de 
Ley impulsada por una Comisión de Sani-
dad y Bienestar Social del Congreso de los 
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Diputados, por la que se pide al Gobierno, 
que se inste a las CCAA y entes locales al 
desarrollo, promoción y difusión de las vi-
viendas colaborativas; y esa es precisamen-
te la vocación que me impulsa a desarrollar 
este  trabajo  de  investigación,  analizando 
las  experiencias  existentes  y  comparando 
sus estructuras legales para ofrecer a los le-
gisladores una caja de herramientas de la 
que puedan nutrirse para la tarea de reco-
ger  la  esencia  diversa  de  estas  comunida-
des, dotarlas de fuerza jurídica que les per-
mita alcanzar sus objetivos y conseguir una 
sociedad más inclusiva y empoderada. 

El fenómeno de las viviendas colaborativas 
está plenamente consolidado a nivel  mun-
dial, el crecimiento exponencial es impara-
ble, y los desafíos a superar para la generali-
zación están plenamente identificados en 
torno a tres áreas, a saber, las nuevas for-
mas de propiedad y la flexibilidad en el uso 
de las mismas; los nuevos mecanismos de 
financiación  y  trabajar  sobre  el  entorno 
construido potenciando la sostenibilidad y 
la eficiencia energética de los edificios, por 
otro lado una gran asignatura pendiente. 

Y en estas tres líneas voy a centrar buena 
parte de los esfuerzos para que los diferen-
tes operadores y profesionales puedan acu-
dir como fuente de inspiración para el dise-
ño de las intervenciones futuras. 

En esta materia se han realizado diferentes 
estudios desde las ópticas arquitectónicas 
y sociológicas, especialmente en el campo 
del envejecimiento activo, lo que me lleva-
rá a tratar de compilar todas ellas y entrela-
zarlas de una u otra forma en la parte intro-
ductoria del trabajo para dar una visión ho-
lística y facilitar a los lectores el acceso a 
información de gran calidad y contribución 
académica. 

Vinculados a la Cátedra, se están desarro-
llando  diferentes  tesis  doctorales  sobre 
áreas conexas con la vivienda colaborativa, 
como la masovería urbana, para grandes es-
pacios colaborativos, y las manifestaciones 
de  la  economía  colaborativa,  entre  otras, 
junto nuevos proyectos en el  marco euro-
peo del  Horizon  2020 como el  proyecto 
SOCATEL que permitirá  una  plataforma 
de cocreación entre los usuarios para mejo-
rar la calidad del envejecimiento en el ho-
gar a través de la tecnología.

También se entrelaza con una tesis sobre la 
mediación aplicada a  las  comunidades de 
propietarios en régimen de propiedad hori-
zontal, para la solución extrajudicial de los 
conflictos y lograr una mejor convivencia, 
lo que en sí mismo es inclusividad en senti-
do puro. 

En resumen, el objetivo de esta tesis es ana-
lizar el fenómeno de las viviendas colabora-
tivas, especialmente en su esfera social,  en-
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tender en profundidad su contexto e inte-
rrelación con otras disciplinas sociales y jus-
tificar la necesidad de configurar su marco 
jurídico,  para  su  pleno  reconocimiento  y 
visibilidad, proporcionando una seguridad 
jurídica que proteja sus principios y objeti-
vos, y permita la intervención de los pode-
res públicos para potenciar su utilización y 
crear una herramienta útil para abordar el 
resultado de la pirámide demográfica que 
nos espera. 
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La Cátedra UNESCO de 
Vivienda contribuye en el 
libro  ”Tenancy  Law  and 
Housing  Policy  in  Euro-
pe  Towards  Regulatory 
Equilibrium”  (Edward 
Elgar Publishing, 2018).

El derecho de arrendamientos urbanos se ha desarrollado 
en todos los Estados miembros de la UE durante décadas o 
incluso siglos, pero constituye un espacio muy amplio en de-
recho comparado y europeo. Este libro, editado por el Prof. 
Dr. Christoph U. Schmid (Centre of European Law and Poli-
tics, Universidad de Bremen en Germany), llena una brecha 
importante en la literatura, teniendo en cuenta el panorama 
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diverso y complejo de las políticas de vivienda, los mercados y su regulación legal en todo 
Europa. Los autores expertos argumentan que, si bien la unificación no es políticamente 
deseada ni oportuna, una recomendación europea de buenas prácticas, incluyendo los 
proyectos de normas y los contratos por defecto que impliquen un equilibrio regulador, 
sería un avance significativo.

Esta obra inaugura la nueva colección de Edward Elgar Publishing Land and Housing Law 
and Policy series. 

Consultar aquí.
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1. Cuatro investigadores de la Cátedra asisten al Con-
greso  internacional  organizado  por  la  “EURO-
P E A N  N E T WO R K  F O R  H O U S I N G  R E-
SEARCH” (ENHR) a Tirana los días 4,5 y 6 de sep-
tiembre de 2017.   (septiembre 2017).

Los investigadores de la Cátedra el Dr. Sergio Nasarre, el 
Dr. Héctor Simón, la Dra. Blanca Deusdad, la Sra. Rosa Ma-
ria Garcia y la Sra. Gemma Caballé participaron en el Con-
greso internacional llevaba por título “Afforadable Housing 
for  all.  Redefining the roles  of  public  and private sector” 
con el objetivo de debatir y diseñar estrategias para hacer 
frente al problema de la asequibilidad de la vivienda y las me-

46

6
En  cada  número  se  destacan 
algunas de las actividades llevadas 
a  cabo hasta el  momento por la 
Cátedra o sus miembros.



didas a adoptar tanto desde un punto de 
vista del  mercado privado como desde la 
Admin i s t rac ión  Púb l i ca . 
http://www.enhr2017.com

2. Estancia de investigación en la Uni-
versidad de Birmingham   (septiembre 

2017).

La investigadora predoctoral de la Cátedra 
UNESCO de Vivienda Núria  Lambea ha 
llevado  a  cabo  una  estancia  de  investiga-
ción de tres meses (junio-septiembre) en la 
Universidad  de  Birmingham  (Reino  Uni-
do), en el marco de su tesis doctoral sobre 
modelos de gestión de vivienda social. Con-
cretamente, ha estado con el Grupo de In-
vestigación de Vivienda y Comunidades, li-
derado por el catedrático de política de vi-
vienda David Mullins, donde ha podido es-
tudiar en profundidad todo el  sistema, le-
gislación y políticas de vivienda social  en 
Inglaterra en general,  y  el  modelo de ges-
tión  que  desarrollan  las  housing  associa-

tions (entidades privadas sin ánimo de lu-
cro gestoras de vivienda social) en particu-
lar. Además, esta investigación se ha visto 
enriquecida por la realización de un Progra-
ma con  una  housing  association  inglesa, 
Accord Group.

La  estancia  ha  recibido  también  financia-
ción del Programa Erasmus +.

3.  La  investigadora  Gemma  Caballé 
hace una estancia de investigación de 
tres  meses  a  la  Universidad  de  Cam-
bridge (Inglaterra) (septiembre 2017).

La investigadora de la cátedra Gemma Ca-
ballé  ha  realizado 
una  estancia  de  in-
vestigación en moti-
vo de su tesis docto-
ral del 23 de junio al 
23 de septiembre de 
2017  en  la  Universi-
dad  de  Cambridge, 
en concreto, al Cam-
bridge Center of Pro-
perty Law, bajo la supervisión del profesor 
Dr. Martin Dixon. 
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4.  Congreso  internacional  en  TEN-
LAW en Groningen (Países Bajos) 

La  investigadora  predoctoral  Rosa  Maria 
Garcia Teruel ha representado a la Cátedra 
de  vivienda  en  la  Conferencia  internacio-
nal  TENLAW,  celebrada  en  Groningen 
(Países Bajos) el 28 y 29 de septiembre. La 
investigadora ha presentado y discutido los 
resultados de su tesis doctoral a través de 
la comunicación  “Repairs in lieu of rent 
in tenancy law: a new option for people at 
risk of social exclusion“. En esta conferen-
cia se han tratado diversos aspectos sobre 
el Derecho de arrendamientos en Europa y 
su papel en garantizar el derecho a la vivien-
da en el contexto migratorio actual.

5 . 
Presencia de la Cátedra UNESCO de 
vivienda en el  Congreso Nacional  de 
Agentes de la Propiedad Inmobiliaria 
en Zaragoza. (septiembre 2017)

El director y la subdirectora de la Cátedra 
de vivienda, el Dr. Sergio Nasarre y la Dra. 
Estela Rivas, así como también la investiga-
dora Gemma Caballé, asistieron al Congre-
so nacional organizado por el Consejo Ge-
neral de Agentes de la Propiedad Inmobilia-
ria  en  Zaragoza  que  llevaba  por  lema 
“Unión  inmobiliaria”  para  tratar  la  situa-
ción actual y los nuevos retos de la profe-
sión de la intermediación inmobiliaria.

6.  El  Ayuntamiento  de  Reus,  nuevo 
partner de la Cátedra UNESCO de Vi-
vienda y workshop  científico  (septiem-
bre 2017)

La Cátedra UNESCO por el Derecho a la 
Vivienda de la URV tiene como nuevo part-
ner al Ayuntamiento de Reus, después de 
que  la  concejala  de  Bienestar  Social, 
Montserrat Vilella, el rector de la URV, Jo-
sep Anton Ferré, y el director de la Cáte-
dra, Sergio Nasarre, hayan firmado el con-
venio de adhesión en la celebración de este 
seminario científico. De esta manera se am-
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plía la red de instituciones que colaboran 
con la Cátedra para la investigación y desa-
rrollo de proyectos.

La firma del convenio ha tenido lugar en el 
marco del 6º Seminario Científico “Vivien-
da vacía, okupación ‘y rehabilitación comuni-
taria”,  donde se han explicado los proyec-
tos de rehabilitación de viviendas por parte 
de personas que tienen necesidad y que se 
‘están llevando a cabo en Inglaterra, donde 
hay 110 grupos organizados con el  apoyo 
de un programa público. También se ha da-
do a conocer la iniciativa Pandorahub, que 
tiene como objetivo convertir propiedades 
rurales vacías en lugares atractivos para vi-
vir y trabajar.

El seminario, que tuvo una primera ponen-
cia el lunes 25 de septiembre, ha contado 
con tres ponentes reconocidos a nivel inter-
nacional:  el  profesor  de  Savannah  Law 
School (Estados Unidos) especialista en de-
recho inmobiliario Marc Roark, el catedrá-
tico de Política de Vivienda de la Universi-
dad de Birmingham y director del Grupo 
de Investigación de Vivienda y Comunida-
des a IASS David Mullins, y Diana Moret, 
fundadora de Pandorahub.

7. Participación de miembros de la Cá-
tedra a una jornada en Riba-Roja d’E-
bre  (octubre 2017)

El Dr.  Héctor Simón participó el  pasado 
27 de octubre de 2017 a una jornada que se 
celebró en Riba-Roja d’Ebre que lleva por 
título ‘‘Tienes una casa vacía, en alquiler, venta 
o  para  reformar?  Descubre  nuevas  oportunida-
des i resuelve dudas con expertos en vivienda’’. 
En ella participarán miembros de la Cáte-
dra UNESCO de Vivienda de la Universi-
dad Rovira i Virgili, como el Dr. Héctor Si-
món y el investigador predoctoral, el Sr. An-
drés Labella.

Además,  les  acompañarán  otros  expertos 
en la temática como la Sra. Diana Moret 
(PandoraHub) o el Sr. Saül Garreta (Arqui-
tecto). Este último colaborará con la Cáte-
dra en el workshop que organiza el próxi-
mo 7 de noviembre de 2017.

8.  Defensa  de  la  tesis  doctoral  “Una 
nueva  regulación  para  los  arrenda-
mientos  de  vivienda  en  un  contexto 
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europe”,  de  Elga  Molina  (noviembre 
2017)

El pasado lunes día 13 de noviembre tuvo 
lugar  la  defensa  de  la  tesis  doctoral  de 
la Sra. Elga Molina Roig “Una nueva re-
gulación para los arrendamientos de vivien-
da en un contexto europeo“. La tesis ha si-
do dirigida  por  el  Dr.  Sergio  Nasarre  Az-
nar,  catedrático  de  derecho  del  Departa-
mento de Derecho Privado, Procesal y Fi-
nanciero de la URV.

El  tribunal,  formado  por  el  Dr.  Xavier 
O’Callaghan Muñoz (Universidad Complu-
tense de Madrid), el Dr. Mikel Aramburu 
Otazu (Universidad Autónoma de Barcelo-
na) y el Dr. Christoph Schmid (Universidad 
de Bremen), otorgó a la Dra. Molina la má-
xima calificación, de excelente cum laude.

9. La Dra. Diana Marín y la Dra. Mi-
lenka  Villca  presentaron  sus  comuni-
caciones al XIII Congreso de Ciencia 
Regional  de  Andalucía   (noviembre 
2017)

El pasado 16 de noviembre de 2017 la Dras. 
Diana Marín y Milenka Villca presentaron 
sus  respectivas  comunicaciones  en 
el XIII  Congreso  de  Ciencia  Regional 
de Andalucía:  Comercio internacional y 
empleo:  una  perspectiva  regional,  celebra-
do en la Universidad Pablo de Olavide (Se-
villa) los días 15, 16 y 17 de octubre de 2017.

La comunicación que presentó la Dra. Ma-
rín se titula ”Medidas para la captación de 

inversión inmobiliaria extranjero”, cuyo ob-
jeto fue analizar la introducción de los pro-
gramas de inversión en inmuebles en Espa-
ña tras cuatro años de su implementación 
en cuanto al fomento del turismo residen-
cial y la generación de empleo y su impacto 
en  el  mercado  de  vivienda.  La  comunica-
ción tuvo lugar en la mesa sobre Globaliza-
ción,  sector exterior,  inversión directa ex-
tranjera y flujos interregionales.

La  Dra .  Vi l l ca  presentó  l a 
comunicación “La  eficiencia  energética 
en la vivienda e incentivos fiscales para pro-
moverla”  atendiendo  a  los  objetivos  que 
persigue el Real Decreto 235/2013, de 5 de 
abril, en relación con la exigencia de la cer-
tificación  de  eficiencia  energética  de  los 
edificios,  en la comunicación se ha anali-
zado la eficiencia energética de la vivienda 
y los incentivos fiscales para promover su 
incorporac ión  o  me jora  en  l a s 
viviendas de nueva construcción y vivien-
das construidas con anterioridad a 2007.
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El Congreso examinó como eje central la 
relación entre  ambos  tópicos,  que  extien-
den su influencia más allá del ámbito eco-
nómico y que precisan de una reflexión y 
análisis profundo en los tiempos actuales y 
el cual contó con la participación y asisten-
cia de 232 participantes inscritos.

10. La Cátedra UNESCO de Vivienda 
celebrará el  Seminario internacional  
Socio-technical  aspects  and  collaborative  eco-
nomy el próximo 16 de marzo de 2018

La acción COST ha aceptado la candidatu-
ra de la Cátedra UNESCO de Vivienda de 
la Universidad Rovira i Virgili  para hospe-
dar sesiones de trabajo y un Workshop in-
ternacional para el próximo 16 de marzo de 
2018.

El objetivo del seminario es abrir sesiones 
de discusión paralelas sobre los temas más 
candentes de economía colaborativa y cir-

cular (turismo, movi-
lidad, trabajo conjun-
to)  combinadas  con 
nuevas  tendencias 
(vivienda  colaborati-
va ) ,  fo rma s 

(crowdfunding) y tecnologías (blockchain), au-
nando esfuerzos entre académicos y profe-
sionales.

Para  más  in-
f o r m a c i ó n 
puede enviar-
se un correo 
electrónico 
a 

office.housing@urv.cat.

11. El Prof. Dr. Sergio Nasarre ha sido 
nombrado miembro del  Editorial  Ad-
visory Board de la revista  Journal of 
Property, Planning and Environmental 
Law

El Prof. Sergio Nasarre 
ha  s ido  nombrado 
miembro  del  Editorial 
Advisory  Board  de  la 
prestigiosa revista inter-
nacional  Journal  of  Pro-
perty, Planning and Envi-

ronmental  Law  (JPPEL)  (anteriormente In-
ternational Journal of Law in the Built  Envi-
ronment).  La  revista  está  indexada,  entre 
otros, en SCOPUS.
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Sobre esta Revista
Esta Revista (antes Newsletter) se distribuye ordinariamente a los partners 
y al comité científico de la Cátedra UNESCO de Vivienda de la URV, así 
como a todo el mundo a través de iBooks en formato multimedia. Tam-
bién existe una versión en PDF en al web de la Cátedra.

Ni la Cátedra UNESCO de Vivienda, ni los editores, ni la URV, coinciden 
necesariamente con las opiniones expresadas en los artículos aquí publica-
dos.
La Revista tiene una periodicidad semestral.
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Sergio Nasarre Aznar, Estela Rivas, Héctor Simón, Alba Madrid.
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